
De las promesas electorales 
de 2011 a la realidad
Costos y desafíos para financiar los planes 
de gobierno de Guatemala, 2012-2016

Instituto de Investigaciones  
y Gerencia Política



Créditos
Coordinación y supervisión:

Hugo Noé Pino – Director Ejecutivo, Icefi
J. Fernando Valdez  – Director, Ingep

Jonathan Menkos Zeissig – Economista Senior, Icefi

Investigación y redacción:
Mark Peñate – Asistente de Investigación, Icefi

Jonathan Menkos Zeissig – Economista Senior, Icefi
Marcelo Coj – Consultor responsable, Ingep

J. Fernando Valdez  – Director, Ingep

Colaboró también:
Julián Duarte – Especialista en Monitoreo y Evaluación, Unicef

Producción y difusión:
Adelma Bercián – Coordinadora de Comunicación, Icefi

Lilian Lima – Asistente de Comunicación, Icefi

Edición:
Isabel Aguilar Umaña

Administración: 
Cristina Dubón – Coordinadora Administrativa y Financiera, Icefi

Guatemala, octubre de 2011

Icefi/Ingep/Unicef

Análisis de la viabilidad financiera y presupuestaria de las promesas
electorales en Guatemala. —Guatemala: Instituto Centroamericano 
de Estudios Fiscales, Instituto de Investigaciones y Gerencia 
política, Universidad Rafael Landívar, Fondo de Naciones Unidas 
para la Infancia, 2013.

52p.

ISBN: 978-9929-8123-5-2

1. Promesas electorales en Guatemala. 2. Costeo de planes de 
gobierno. 3. Gasto público. 4. Rigideces del gasto. 5. Ingresos 
públicos. 6. Sostenibilidad fiscaI. I. Título



Resumen
Durante los procesos electorales, los partidos políticos suelen hacer promesas de campaña 
como sinónimo de los planes de trabajo que implementarán en caso de resultar electos. Sin 
embargo, muy poco se dice sobre cómo dichas propuestas se convertirán en políticas públicas y 
cómo estas se verán reflejadas en los ingresos públicos, en la ejecución del gasto y la inversión, 
y en mejoras de los procesos de transparencia. Guatemala atravesó por un nuevo periodo 
de elecciones generales en 2011 y el presente análisis examina ese proceso político desde la 
perspectiva de las economías mundial, centroamericana y nacional, además de exponer los 
significativos obstáculos en materia política y fiscal que enfrenta el país para poder cumplir con 
las promesas de campaña que hicieran los partidos y sus candidatos en esa contienda.

Abstract
During electoral processes in Guatemala, political parties usually make campaign promises as 
if these were their actual governmental plans.  Nonetheless, very little is said about how those 
proposals will become public policies, or if these policies are even registered in the national 
budget for social investment or if they present any fiscal accountability improvements. This 
paper analyses the latest general elections in the country, held in 2011, with a global, Central 
American, and local economic perspective. It also shows the most significant political and 
fiscal obstacles this country must face in order to comply with the electoral promises made to 
potential voters by parties and candidates during the race. 
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Introducción
Durante los procesos electorales, los partidos políticos suelen realizar 

diversas promesas de campaña con las que buscan dar a conocer 
a la población las principales políticas que implementarán en el 

caso de resultar electos. Como en procesos electorales anteriores, debe 
reconocerse que los partidos políticos han intentado dar respuesta a temas 
de interés generalizado y que constituyen los grandes desafíos colectivos 
del país: educación, salud, nutrición, seguridad y justicia, infraestructura 
económica, productiva y social y transparencia. 

Un rasgo característico en la mayor parte de los planes de gobierno 
presentados por los diversos partidos políticos es la poca profundidad con 
la que se ha tratado el fomento del empleo, el desarrollo rural o la necesaria 
atención de la conflictividad social actual.

Asimismo, poco se ha dicho sobre cómo las propuestas electorales se 
convertirán en políticas públicas y cómo sus costos se verán reflejados en 
la hacienda pública guatemalteca. 

En ese sentido, el presente análisis busca poner en perspectiva la situación 
económica mundial y nacional que se vislumbra para los próximos años, 
además de intentar exponer los significativos obstáculos a vencer en 
materia política para poder concretar las promesas de campaña mediante 
una política fiscal que permita su puesta en práctica. 

La metodología empleada para la cuantificación de las promesas electorales 
ha consistido en la recopilación de los planes de gobierno presentados 
por los diferentes partidos políticos en contienda; asimismo, se ha dado 
seguimiento a las declaraciones en medios que han realizado los candidatos 
a la Presidencia. La información presupuestaria y los planes operativos 
anuales de la administración pública permiten sustentar el costo de las 
promesas de campaña. 

Entre los principales hallazgos del estudio, se puede mencionar que, 
para cumplir con los principales ofrecimientos, el presupuesto de gastos 
debería incrementarse entre Q 13,200 y Q 18,200 millones anuales en los 
próximos cuatro años. En términos reales, los presupuestos de gastos 
deberían aumentar en un 20%, es decir, pasar de representar el estático 
15% del PIB a cerca del 18.6%.

Los rubros que requerirían mayores recursos adicionales son: educación, 
asuntos económicos relacionados con la reconstrucción de infraestructura 
económica, orden público y seguridad y protección social. Cerca del 
61% de los recursos adicionales debería destinarse a aumentar el gasto 
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6

social, mientras otro 29% debería ejecutarse en políticas de orientación 
económica. El 10% restante, a funciones relacionadas con la seguridad y 
la justicia.

Sin mejoras en los ingresos públicos, llevar a la práctica las promesas de 
campaña significaría elevar el déficit fiscal del 2% del PIB actual, a cerca 
del 6%. Lo anterior confirma que sin una reforma fiscal que eleve los 
recursos del Estado, la administración pública de Guatemala continuará 
teniendo muy pocas posibilidades de fortalecer tanto su quehacer como su 
legitimidad frente a la sociedad.

Aunque en los planes de gobierno no se ofrece una evaluación profunda 
sobre los mecanismos para aumentar los ingresos públicos, podría ser que 
el camino recorrido en esta materia en los últimos cuatro años haga que el 
próximo gobierno ponga en marcha una reforma fiscal. Las recomendaciones 
del Grupo Promotor del Diálogo Fiscal también abonarían a esta posibilidad.

La esfera política jugará un rol determinante de las posibilidades de éxito 
del programa de gobierno, sin importar quién sea el ganador en la segunda 
vuelta. En esta materia, el panorama para los próximos años se observa 
complejo debido a la contínua fragilidad de los partidos políticos, la debilidad 
de un Estado muy susceptible a ser interferido por intereses gremiales y la 
falta de un consenso nacional en torno a un proyecto de nación en el que 
quepan los proyectos de vida de todos y cada uno de los ciudadanos. Todo 
esto podría confabular para un «estado de alerta nacional».

Se debe advertir que, según se dice, toda crisis constituye también una 
nueva oportunidad. Un consenso sobre el país que queremos y cuánto 
vamos a comprometer para financiarlo es ineludible para evitar que el 
próximo gobierno y el conjunto del liderazgo político del país lleven el estado 
de alerta nacional a uno de calamidad, y con ello que se vean incrementados 
los riesgos de rupturas y retrocesos en la frágil vida democrática y en la 
legalidad.

Es ineludible un nuevo pacto fiscal: en los próximos cuatro años no 
debe haber estrategia partidaria alguna que pueda estar por encima de 
los intereses generales. Por el desarrollo y para avanzar en la madurez 
de la democracia, los recursos públicos y las políticas para su ejecución 
deberán usarse con la máxima transparencia y el mayor y mejor criterio de 
efectividad y oportunidad, allí donde más se necesiten.

Las promesas electorales componen una parte vital en el libre juego 
democrático, pero su concreción constituye la mayor garantía del esfuerzo 
que empresarios, trabajadores, políticos y sociedad en general están 
haciendo para caminar de la utopía a la realidad.

Sirva entonces este esfuerzo para continuar el diálogo y el arribo a consensos 
sobre lo que compete a cada uno de los ciudadanos en la construcción de 
una Guatemala educada, saludable, alimentada, competitiva, segura y justa. 



1Consideraciones  
generales 

1.1

Sobre el contexto 
económico:  
enero 2012 - enero 2016

En los próximos cuatro años, la economía 
mundial continuará dando señales de fra-
gilidad. Las últimas proyecciones de creci-
miento revelan un menor dinamismo en la 
actividad económica, principalmente por el 
bajo crecimiento de la Zona Euro, incluyen-
do a sus principales economías (Alemania, 
Italia y Francia). En algunas economías 
asiáticas de importante crecimiento en los 
últimos años —como Tailandia, Malasia y 
Filipinas— también se observan señales 
de menor actividad. 

Mientras, Estados Unidos, una de las  
economías con las que Guatemala tiene 
mayores vínculos (cerca de la quinta par-
te de sus exportaciones van a este mer-
cado), tendrá en los próximos cuatro años 
un crecimiento promedio de 2.6%, por de-
bajo del 3% registrado durante 2010, pero 
con perspectivas de recuperación después 
del magro crecimiento esperado para 2011 
(1.5%).1 Al final del período analizado, la 
economía estadounidense podría volver a 
crecer en torno al 3% anual. 

En general, el futuro económico del mundo 
desarrollado se avizora negativo, a pesar 
de algunos progresos importantes como 
el alcanzado en el saneamiento de acti-
vos problemáticos provenientes del sec-
tor bancario. Se estima que los mercados 
de bienes raíces podrían deteriorarse aún 
más, lo que aunado a niveles de desem-
pleo todavía altos tendría efectos adversos 

1 FMI (2011). World Economic Outlook. Septiembre.
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8

sobre el crédito, el consumo y la inversión 
privados, complicando aún más la recupe-
ración. A esta situación nada halagüeña 
debe agregarse que los drásticos proce-
sos de austeridad fiscal impuestos en la 
Unión Europea desde 2010 en nada fa-
vorecen el desempeño económico, dado 
que retraen el gasto en tiempos de una 
débil demanda global. 

En ese sentido, las proyecciones realiza-
das por el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) indican que el volumen de comercio 
mundial de bienes se debilitará, pues si 
en 2010 el crecimiento observado fue de 
14%, en 2011 disminuirá a 8.4%, y en los 
próximos cuatro años solo crecerá a una 
tasa promedio de 6.6%.2

Por todo lo anterior, las estimaciones de 
crecimiento en las naciones en desarro-
llo muestran un ligero debilitamiento. Las 
proyecciones de crecimiento estimadas 
por el FMI revelan que para los países 
Bric (Brasil, Rusia, India y China) estarán 
los próximos cuatro años en torno al 6.3% 
anual, muy por detrás del 8% registrado 
en 2010. 

Como se ha señalado a lo largo de esta cri-
sis, es difícil que sin un mayor crecimiento 
de las economías avanzadas los países en 
vías de desarrollo puedan continuar halan-
do solos las riendas de la economía mun-
dial, principalmente porque la estrategia 
de crecimiento de estos últimos se basa, 
en mayor medida, en las exportaciones y, 

Países y regiones seleccionadas:
Crecimiento económico, 2000-2020*/

El este asiático incluye a Hong Kong, Indonesia, República de Corea, Malasia, Singapur, Taiwán y Tailandia. 
Los países Bric incluyen a Brasil, Rusia, India y China.
*/ Estimaciones de 2011 a 2020.
Fuente: Icefi/Ingep/Unicef con base en Consensus Economics Inc. (2010). Consensus forecasts. Global Out-
look: 2010-2020.

G1

2 FMI (2011). World Economic Outlook. Septiembre. 
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 Latinoamérica            Eurozona    Mundo
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en menor cuantía, en el fortalecimiento 
del mercado interno. 

De acuerdo con el FMI, el crecimiento de 
América Latina se estancará en los próxi-
mos cuatro años en torno al 3.8% anual. 
Los países con los mayores niveles de cre-
cimiento serán Panamá, Perú y República 
Dominicana (en torno al 6%); seguidos de 
Bolivia, Chile y Colombia, con crecimien-
tos de entre 4.5 y 5% anual. Más abajo se 
encuentran Argentina, Brasil, Costa Rica, 
Paraguay y Uruguay, con tasas promedio 
de 4.1%; al final de la lista, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, México y 
Nicaragua, con tasas que rondan entre el 
3.1 y el 3.8% anual.

Como en años anteriores, en la evolución 
económica de América Latina jugarán un 
papel determinante los precios externos 

de los bienes básicos producidos en la re-
gión, tales como cobre, petróleo y otros  
minerales; soya, café y azúcar, entre los pro-
ductos agrícolas. Adicionalmente, destacan 
los recursos provenientes de la inversión 
extranjera directa (IED), el turismo y las re-
mesas familiares. Este último rubro es de 
vital importancia para el país, representan-
do poco más del 10% del PIB en los últimos 
años.

En síntesis, las expectativas de crecimien-
to mundial para los próximos años permi-
ten concluir que, para lograr un crecimien-
to más fuerte, estable y equilibrado entre 
países y regiones, se deberán ajustar los 
engranajes de la actividad productiva mun-
dial. En este sentido, se necesita continuar 
las reformas regulatorias al sector financie-
ro, fortalecer la solvencia fiscal y disminuir 
el desempleo de larga duración, entre otros 

T1Estimaciones de crecimiento económico, 2011-2015

Países y/o regiones seleccionadas 2011 2012 2013 2014 2015

Mundo 4.0 4.0 4.5 4.7 4.8

Economías avanzadas 1.6 1.9 2.4 2.6 2.7

   Estados Unidos 1.5 1.8 2.5 3.1 3.4

   Zona Euro 1.6 1.1 1.5 1.7 1.7

   Japón -0.5 2.3 2.0 2.0 1.5

América Latina y del Caribe 3.8 3.7 3.8 3.9 3.8

   Brasil 3.8 3.6 4.2 4.2 4.2

   México 3.8 3.6 3.7 3.8 3.4

Rusia 4.3 4.1 4.1 4.0 3.9

China 9.5 9.0 9.5 9.5 9.5

India 7.8 7.5 8.1 8.1 8.1

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en FMI (2011). World Economic Outlook. Septiembre.
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fenómenos importantes para el desarrollo 
económico. También se requiere estabili-
dad política de mediano y largo plazos.3

De esa cuenta, para Guatemala los próxi-
mos años están plagados de innumera-
bles retos económicos, pues la economía 
nacional ha basado su crecimiento tanto 
en el comercio exterior como en la atrac-
ción de inversión extranjera, el turismo y 
las remesas familiares, variables que orbi-
tan en torno al acontecer de la economía 
internacional. 

A lo anterior debe agregarse que en los in-
viernos pasados los fenómenos climáticos 
han destruido parte de la infraestructura 
económica y social, lo que ha aletargado 
el crecimiento económico. Solamente la 
reconstrucción de los daños provocados 
por la tormenta tropical Agatha represen-
tará, entre 2011 y 2015, cerca de Q 15,369 
millones (4.6% del PIB o Producto Interno 
Bruto de 2010).4

Las proyecciones oficiales de crecimiento 
económico para Guatemala muestran que 
en los próximos tres años este se ubicará 
en torno al 3.6% anual, esperándose que 
las exportaciones pasen de un robusto 
14.7%, en 2012, a entre 7.2 y 8.2% en los 
años 2013 y 2014, respectivamente. Ello a 
pesar de un previsible incremento en los 
precios internacionales de los principales 
productos de exportación (café, azúcar y 
cardamomo).

Se debe advertir que probablemente es-
tas proyecciones estén siendo muy opti-
mistas frente al deterioro actual de la eco-
nomía mundial. Según estimaciones del 
FMI publicadas en el mes de septiembre, 
la economía guatemalteca podría crecer 

en los próximos cuatro años a una tasa 
anual promedio de 3.4%.5

Tanto para afrontar la debilidad económi-
ca mundial que se observará en los próxi-
mos años, como para hacer frente a los 
desafíos estructurales como la pobreza, el 
hambre, la desigualdad y la inseguridad, 
entre otros, Guatemala deberá contar en 
el futuro inmediato con un Estado que 
promueva activamente la creación de em-
pleos dignos, una educación de calidad y 
con cobertura universal, la mejora de los 
sistemas de salud, seguridad social y jus-
ticia, y el aumento de las vías de comuni-
cación productiva. Para ello se requerirá 
un sistema fiscal sólido, transparente y 
justo. 

a. Lineamientos de la acción 
estatal: presupuesto multianual, 
2012-2014

El proyecto de presupuesto multianual 
2012-2014, presentado como parte del pro-
yecto de presupuesto de 2012, contiene 
las principales orientaciones estratégicas 
del gasto público para los próximos tres 
años. Entre ellas se incluye el desarrollo ru-
ral, la seguridad alimentaria, la educación, 
la salud, la seguridad y la justicia, el desa-
rrollo municipal y la gestión ambiental, tal y 
como se describe a continuación.6

Desarrollo económico: se busca promo-
ver y fortalecer las condiciones necesarias 
para un desarrollo económico equitativo 
y sustentable que contribuya a la genera-
ción de empleo, reducción de la pobreza 
y pobreza extrema. Además, mejorar e in-
crementar la infraestructura física del país 
y la red vial, la provisión de vivienda, la  

�� ,FH¿������E���Lente Fiscal Centroamericano. Número 3.
4 Cepal (2011). Estudio económico de América Latina y el Caribe 2010-2011. Julio. 
5 FMI (2011). World Economic Outlook. Septiembre.
6 Ministerio de Finanzas Públicas (2011). Proyecto de presupuesto 2012.
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generación de energía, así como el  
incentivo a las actividades y vinculaciones 
de cadenas productivas que propicien el 
desarrollo rural integral.

Seguridad alimentaria: implementación 
de la Política de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional y de la Estrategia Nacional 
de Reducción de la Desnutrición Crónica 
(ENRDC).

Educación: desarrollo de políticas educa-
tivas orientadas al fortalecimiento de la 
educación bilingüe intercultural reconoci-
da en los Acuerdos de Paz; ampliación de 
la cobertura; mejoramiento de las tasas 
de ingreso, permanencia y finalización del 
ciclo escolar; avances hacia una educa-
ción de calidad y justicia social a través de 
la equidad educativa y el fortalecimiento 
institucional.

Salud: acceso a programas de salud que 
garanticen una cobertura eficaz, equita-
tiva y de calidad, en los distintos niveles 
de salud, con pertinencia sociocultural y 
equidad de género. Ello con el objetivo de 
brindar a la población una atención médi-
ca gratuita y universal, priorizando a los 
grupos poblacionales en riesgo.

Seguridad y justicia: implementación 
del Acuerdo Nacional para el Avance de 
la Seguridad y la Justicia, el cual busca 
primordialmente la consolidación del Sis-
tema Nacional de Seguridad mediante el 
fortalecimiento institucional. 

Desarrollo municipal: impulso de medi-
das orientadas a fortalecer la autonomía 
y el papel del gobierno municipal en el 
establecimiento y mejoramiento de los 
servicios locales con equidad, calidad y 
sostenibilidad. 

Gestión ambiental: búsqueda de un 
modelo de desarrollo propio que encuen-
tre el balance adecuado entre los ámbitos 
económico, social y natural. Ello, a partir de 
un enfoque de medios de vida sustenta-
bles que reconozca y optimice la riqueza 
ambiental nacional como fuente de capital, 
preservando y mejorando su conservación.

Aun cuando existe la buena voluntad para 
mejorar los indicadores sociales y eco-
nómicos del país, lo cierto es que si no 
se hace nada al respecto, la política fis-
cal sobre la que se basa el presupuesto 
multianual continuará debilitada por los 
exiguos ingresos tributarios (10.8% del 
PIB en 2011), las rigideces de gasto y los 
pocos recursos para inversión (3.4% del 
PIB en 2011).

Relativo a las rigideces, el presupuesto 
multianual menciona cinco grandes áreas 
de compromiso: priorización de salarios 
y  adquisición de bienes y servicios; cum-
plimiento de las normas constitucionales 
y legales que imponen obligaciones de 
gasto; pago oportuno de la deuda públi-
ca; compensación de cuotas adeudadas a 
organismos internacionales; y pago a las 
clases pasivas del Estado. 

Cabe señalar que en 2011 el 78% del pre-
supuesto total corresponde a las obligacio-
nes citadas. Respecto a los ingresos, por 
cada quetzal que el Gobierno recibe en 
concepto de ingresos corrientes, los com-
promisos de gasto  superan el Q 1.08.7

Adicional al contexto económico  
adverso, en materia fiscal, el peso de 
los compromisos de gasto —princi-
palmente aquellos relacionados con  
remuneraciones y pagos de deuda—  
aunado a la continuada caída de los  

  
�� ,FH¿�8QLFHI���������Análisis del presupuesto 2011 enfocado en la niñez y adolescencia. ¡Contamos! Número 2. 
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ingresos públicos, disminuirá en los  
siguientes años el margen de maniobra 
del próximo gobierno, dificultando no solo 
las posibilidades de cumplir con las prome-
sas de campaña, sino también de mante-
ner las políticas existentes.

1.2

Sobre el contexto 
político: enero 
2012-enero 2016

La política fiscal no se desenvuelve en el 
vacío, ni solo depende de la voluntad del 
gobierno de turno. Por el contrario,  opera 
en el marco de las instituciones políticas 
del país. Su adopción y aplicación es el re-
sultado de negociaciones y arreglos entre 
los diversos actores sociales. 

En ese sentido, es importante conocer al-
gunos rasgos fundamentales del sistema 
político que tienen marcada influencia en el 
proceso de formulación, aprobación y eje-
cución de la política fiscal. Con base en lo 
anterior, se propone un esbozo del panora-
ma político centrado en el Congreso, ana-
lizando las oportunidades y desafíos que 
podría enfrentar la gestión de la fiscalidad 
durante el próximo período gubernamental.

a. Rasgos fundamentales del 
sistema político que influyen en 
la fiscalidad

Diversos estudios8 han señalado que 
en Guatemala la élite empresarial tiene 

un poder excesivo de decisión y veto en  
materia fiscal, en especial en todo lo rela-
cionado con los impuestos –donde ha exis-
tido una sistemática oposición–. De esa 
cuenta, desde inicios de la pasada década 
ningún intento sustantivo de aumento de 
la carga tributaria ha prosperado. Es más, 
en no pocos casos este sector ha logra-
do revertir las medidas impositivas incluso 
aprobadas, como sucedió en 2004 cuando 
la Corte de Constitucionalidad, a raíz de 
una acción judicial interpuesta por algunas 
organizaciones empresariales, suprimió el 
impuesto mínimo9 de soporte al ISR.

La efectividad del sector privado no solo es 
reflejo de su fuerza, sino también de la de-
bilidad del Estado y las limitaciones de los 
demás sectores organizados de la socie-
dad (sindicatos, movimiento maya y cam-
pesino, empleados públicos, entre otros).10 
Todo ello ha impedido la conformación de 
un contrapeso político eficaz que permita 
hacer frente al poder empresarial.

Por su parte, el sistema de partidos polí-
ticos se caracteriza por ser poco institu-
cionalizado, por la alta fragmentación par-
tidaria, una disciplina y lealtad partidarias 
muy bajas entre diputados y alcaldes, y 
una erosionada confianza en la institución 
legislativa y en los partidos.11 Asimismo, 
como se evidencia en este estudio, los 
partidos adolecen de una plataforma pro-
gramática y de una alineación ideológica 
(o cuando menos, una alineación estraté-
gica clara).

Por su parte, el Ministerio de Finanzas Pú-
blicas como ente rector del régimen jurídico 
hacendario del país (Artículo 35 de la Ley 
Orgánica del Organismo Ejecutivo), puede 

8 Entre muchos otros, véase: Valdez y Prado (1998). Los dominios del poder: la encrucijada tributaria; BID (2006). La política de 
las políticas públicas��H�,FH¿�6$7���������Historia de la tributación en Guatemala.

9 El impuesto a las empresas mercantiles y agropecuarias (Iema). 
10 BID (2006).
��� $VtHV���������Partidos políticos de Guatemala: presente y futuro. Noviembre.
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dar prioridad a los objetivos de la agenda 
gubernamental. Este rol protagónico se ve 
reforzado ante un Congreso de la República 
con muy poca capacidad técnica para eva-
luar y discutir sobre este ámbito.

Dadas las debilidades institucionales de 
los actores analizados, se puede concluir 
que el sector privado es el jugador pre-
dominante de la arena fiscal, debido no 
solo a su propia fuerza sino también a la 
influencia limitada de los otros jugadores.

b. Panorama político: enero 
2012-enero 2016

Al momento de elaborar este trabajo (octu-
bre 2011) ya se cuenta con los resultados 
oficiales de la conformación de la próxima 
Legislatura (véase siguiente gráfica). Toda-
vía está por definir, en una segunda vuelta 
electoral, quién será el nuevo presidente 
de la República. La mayoría de encuestas 
da como ganador a Otto Pérez Molina, 
frente a su rival, Manuel Baldizón.12

En estas votaciones se eligió a 158 di-
putados —31 por lista nacional y 127 
distritales— entre un número de 14 fuer-
zas partidarias. Quedaron tres bancadas 
mayoritarias: PP, UNE y Gana,13 con 105 
diputados (66% del total); tres interme-
dias: UCN, Líder y Creo, con 40 diputados 
(26%); y ocho microbancadas: Viva, EG, 
Winaq, URNG, PAN, Victoria, FRG y PU, 
con los restantes 13 diputados (8%).

En todo caso, ninguna de las bancadas ten-
drá por sí misma el número necesario de 
diputados para aprobar leyes por mayoría 
simple (80). Por ello, tendrán que recurrir a 
alianzas coyunturales con otros bloques le-

gislativos. Esto es de especial importancia 
para los partidos de los candidatos que aún 
están en contienda (Otto Pérez y Manuel 
Baldizón), pues la posibilidad de implemen-
tar sus planes de gobierno depende, en 
buena medida, de los apoyos que logren 
sumar dentro del Organismo Legislativo. 
Bajo este escenario se prevé, además, que 
se hará presente el grave fenómeno del 
"transfugismo político", en el cual se obser-
va que una vez electos, varios diputados se 
cambien de partido una o varias veces se-
gún su conveniencia. 

Lograr un Estado más fuerte, es decir con 
capacidad de respuesta a los desafíos so-
ciales y más independiente con respecto 
al sector privado y otros poderes fácticos, 
requiere finanzas fortalecidas, lo que solo 
se podrá alcanzar salvando los escollos que 
representan tales poderes. Para superar 
esto es necesaria una sociedad civil que 
comprenda la necesidad de una reforma 
fiscal integral que redunde en una política 
fiscal más sólida y soberana, al servicio de 
toda la ciudadanía.

Las actuales dificultades financieras que 
enfrenta el Estado guatemalteco, auna-
das a la necesidad de cumplir algunas de 
las promesas electorales más sentidas 
por la sociedad, principalmente aquellas 
relacionadas con seguridad, educación, 
salud y nutrición, obligarán al próximo Go-
bierno a poner en marcha cambios en la 
política fiscal. 

Aunque en la actualidad el tema fiscal se 
aborda poco en los mensajes publicita-
rios y los planes de gobierno publicados 
por los partidos, se espera que en los 
primeros meses de 2012 se avance en 
la discusión de una reforma fiscal. Como 

��� 9pDVH��HQWUH�RWURV��KWWS���LQWHUQDFLRQDO�HOSDLV�FRP�LQWHUQDFLRQDO������������DFWXDOLGDG�����������B�������KWPO
��� /D�81(�\�OD�*DQD�IRUPDURQ�XQD�FRDOLFLyQ�FRQ�¿QHV�HOHFWRUDOHV��OD�FXDO�VH�HVSHUD�VH�VHSDUDUi�DO�LQLFLDU�OD�QXHYD�OHJLVODWXUD��TXH�

IXH�JDQDGD�SRU�HO�JHQHUDO�3pUH]�0ROLQD�HQ�VHJXQGD�YXHOWD�HO����GH�QRYLHPEUH�GH������
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se demuestra a lo largo de la historia  
política del país, el siguiente partido oficial 
deberá buscar consensos en el Congreso 
de la República, pero también en el inte-
rior de sus propias fuerzas, en donde se 
mezclan los intereses particulares de sus 
integrantes con los de financistas y secto-
res económicos afines.

En el peor de los escenarios, es decir un 
escenario sin reforma fiscal, el próximo 
gobierno se verá obligado a aumentar el 
endeudamiento en el espacio de holgura 
que aún queda libre y contener el gasto 
público, principalmente en lo referente 
a la inversión. Ello significará una mayor  

tensión económica, política y social. Se 
pueden prever escenarios intermedios 
como el de una reforma fiscal que aprue-
be algunos cambios en el ISR y medidas 
que fortalezcan la administración tributaria 
y la fiscalización de aduanas, siguiendo las 
recomendaciones del Grupo Promotor del 
Diálogo Fiscal y el proceso iniciado durante 
el gobierno de Álvaro Colom. 

Otro escenario intermedio, podría ser el de 
una reforma fiscal aprobada en la que ten-
gan un mayor peso los impuestos indirec-
tos (IVA), existiendo, por lo tanto, un divor-
cio de los principios de equidad y justicia. 

Conformación inicial del Congreso de la República, enero de 2012
En valores absolutos y porcentajes

Nota: datos al 27 de septiembre de 2011. Pendiente de cambios por impugnaciones. La información no per-
mite desagregar las coaliciones.
Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en datos oficiales del Tribunal Supremo Electoral (TSE).

G2

 PP

 UNE-GANA

 Líder

 UCN

 Creo

 Viva

 Otros

57; 36.1%

48; 30.4%

14; 8.9%

14; 8.9%

12; 7.6%

7; 4.4%

6; 3.8%



2Costeo de planes 
de gobierno
A continuación se presenta una  
cuantificación del gasto que implicaría el 
cumplimiento de las propuestas plantea-
das por los partidos políticos en sus pla-
nes de gobierno.14 La selección tomó en 
cuenta, además de los planes de gobierno 
oficiales, información obtenida en los dife-
rentes medios de comunicación, debates, 
foros y presentaciones. 

Para costear las promesas de campaña, se 
ha tomado como base información presu-
puestaria de carácter oficial obtenida en las 
diversas páginas web de los ministerios; 
solicitudes realizadas mediante la Ley de 
Acceso a la Información Pública; Guate-
compras;15 el Sistema Nacional de Inver-
sión Pública (SNIP);16 y planes operativos 
anuales, entre otros.

Cabe advertir que muchas de las prome-
sas realizadas por los representantes 
e integrantes de cada partido son muy  

generales, cuestión que dificulta o im-
posibilita su cuantificación. Por tal razón, 
únicamente se consideraron los ofreci-
mientos que presentan mayores detalles 
y precisión. De manera similar, el estudio 
prioriza aquellas propuestas realizadas por 
los partidos que obtuvieron una mayor re-
presentación en el Congreso, según los 
resultados electorales del 11 de septiem-
bre. De esa cuenta, la estimación resulta 
necesariamente tentativa y conservadora, 
quedando de lado muchos ofrecimientos 
generales o imprecisos.

Por otro lado, no es propósito de este 
estudio debatir la tendencia ideológi-
ca o partidaria de las promesas. Se pre-
tende únicamente estimar el impacto 
de las propuestas cuantificadas sobre 
los ingresos, el gasto y sus rigideces, el  
déficit, y el endeudamiento.

��� /D�81(�QR�SUHVHQWy�SODQ�SHUR�WDPSRFR�FDQGLGDWR�SRU�GHFLVLyQ�GH�OD�&RUWH�GH�&RQVWLWXFLRQDOLGDG�GH�*XDWHPDOD�\�GHO�SURSLR�
partido.

��� 6LVWHPD�GH�&RQWUDWDFLRQHV�\�$GTXLVLFLRQHV�GHO�(VWDGR��VLWLR�ZHE��KWWS���ZZZ�JXDWHFRPSUDV�JW�
��� 6LVWHPD�1DFLRQDO�GH�,QYHUVLyQ�3~EOLFD��VLWLR�ZHE��ZZZ�VQLS�JRE�JW�

15
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2.1

Estimaciones de gasto 
para el cumplimiento 
de promesas 
electorales

Los ofrecimientos cuantificables se  
agruparon de acuerdo a la clasificación 
presupuestaria por finalidad; así, queda-
ron las siguientes áreas: educación, salud, 
seguridad y justicia, protección ambiental, 
protección social e infraestructura. Para el 
resto de rubros (defensa, cultura y depor-
tes, entre otros) no se encontró propues-
tas acordes a los requerimientos metodo-
lógicos citados.

Para calcular el gasto adicional que recla-
maría la ejecución de las promesas de 
campaña se utilizaron como base las cifras 
del proyecto de presupuesto general de la 
Nación de 2012, así como su respectivo 
presupuesto multianual, que aún se en-
cuentra pendiente de aprobación.

a. Seguridad y justicia

En este sector se consideraron las pro-
puestas dirigidas a reducir la crimina-
lidad y a ampliar la presencia de entida-
des de justicia. Para ello se cuantificó, 
por ejemplo, el incremento de 15,000 
efectivos y 1,000 investigadores de 
la Policía Nacional Civil (PNC); el au-
mento del presupuesto al Organismo  

Judicial; la ampliación de la presencia de  
fiscales del Ministerio Público (MP) a nivel  
nacional y la construcción de dos cárceles 
de máxima seguridad.

La implementación de dichas ofertas re-
querirá un gasto adicional respecto al pro-
yecto de presupuesto de Q 685.5 (0.18% 
del PIB)17 millones en 2012; Q 1,326.82 
millones (0.32% del PIB) en 2013; Q 
1,915.71 (0.42% del PIB) y Q 2,392.14 mi-
llones (0.49% del PIB) para 2014 y 2015, 
correspondientemente.

Se estima que la construcción de las dos 
cárceles de máxima seguridad costaría 
un total de Q 144 millones,18 los cuales 
previsiblemente se ejecutarían entre 2014 
y 2015. Un incremento en el presupues-
to del Ministerio Público y el Organismo 
Judicial requeriría de Q 236.5 y Q 148.1 
millones, respectivamente.

Esto significaría remuneraciones adicio-
nales por el orden de Q 57.3 millones en 
2012; Q 420.4 millones en 2013; Q 828.1 
millones en 2014 y Q 1,279.5 millones en 
2015, lo cual repercutiría directamente 
en las obligaciones de gasto del Estado 
y, por ende, en el déficit fiscal, según se 
verá adelante.

b. Protección social

Para el presente rubro se tomaron en 
cuenta promesas como garantizar y me-
jorar el programa de transferencias con-
dicionadas «Mi Familia Progresa» (Mi-
fapro), que en la actualidad posee una 
cobertura del 45% sobre la población 
considerada en pobreza (equivalente a 

��� 3DUD�WRGDV�ODV�UHIHUHQFLDV�VLPLODUHV�VH�WRPD�HO��3,%�D�SUHFLRV�GH�FDGD�DxR�HQ�FXHVWLyQ��
��� &DGD�FiUFHO�FRQ�XQ�FRVWR�GH�4����PLOORQHV��VHJ~Q�FiOFXORV�UHDOL]DGRV�FRQ�EDVH�HQ�OD�VLJXLHQWH�SXEOLFDFLyQ��KWWS���ZZZ�SROLWLFDJW�

FRP�SUHVHQWDQ�SUR\HFWR�SDUD�FRQVWUXLU�QXHYD�FDUFHO�GH�PD[LPD�VHJXULGDG��
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22.6% de la población total del país). 
Hacia octubre de 2011 dicho programa 
contaba con una asignación presupues-
taria de Q 1,200 millones; sin embargo, 
garantizar el pago a las 800 mil familias 
que reciben las transferencias requiere 
más de Q 2,800 millones.19

También se consideraron las medidas 
dirigidas a niños menores de dos años, 
tales como desparasitación, suplemen-
to de vitamina A, alimentación comple-
mentaria y dotación de hierro. En el caso 
de las mujeres embarazadas, se toma-
ron en cuenta acciones como la dotación 
de suplementos de hierro, ácido fólico y 
flúor. 

Cumplir con las propuestas antes men-
cionadas requiere que el próximo gobier-
no incremente el gasto para protección 
social en Q 1,848.1 millones para 2012 
(0.5% del PIB); Q 2,005.4 millones para 
2013 (0.5% del PIB); Q 2,183.6 millones 
para 2014 (0.5% del PIB) y Q 2,369  mi-
llones para 2015 (0.5% del PIB).

Ello implicaría que solo en 2012 el pre-
supuesto para este renglón debiera 
pasar de Q 7,367.3 millones a cerca de 
Q 9,215.3 millones (2.4% del PIB), al-
canzando Q 11,077.7 millones en 2015 
(2.3% del PIB).20

c. Educación

En esta área, las propuestas de la ma-
yoría de partidos se dirigen a ampliar la 
cobertura, mejorar la calidad de la ense-
ñanza y dar continuidad a los programas 
de alimentación escolar.

Entre las promesas consideradas cuan-
tificables se encontraron las siguientes: 

 Alcanzar una tasa de alfabetismo de 95%

-
dios en el exterior y un millón a nivel 
nacional

-
cativo

Para ello, el próximo gobierno necesitaría 
incrementar el presupuesto para educa-
ción en Q 5,132.6 millones en 2012 (1.3% 
del PIB); Q 6,061.2 millones en 2013 
(1.4% del PIB); Q 6,452.5 millones en 
2014 (1.4% del PIB) y Q 6,857.4 millones 
en  2015 (1.4% del PIB). 

Esto significaría pasar de los Q 12,332.8 
millones recomendados en 2012 a cerca 
de Q 17,465.4 millones en el mismo año, 
y a Q 21,338.7 millones para 2015, lo cual 
representa un gasto en educación de 3.2 
y 4.5% del PIB, respectivamente.

d.  Protección del ambiente

Existen muchas propuestas en esta ma-
teria, pero lastimosamente poseen un 
carácter muy general. Ejemplo de lo men-
cionado es el tratamiento del desarrollo 
sostenible, del cual los partidos indican 
que lo lograrán por medio del incentivo 
a la inversión y el desarrollo económico 
con responsabilidad ambiental y social. 
Estas expresiones no dicen mucho, a no 
ser que vayan acompañadas de medidas 
más específicas, lo cual no es el caso. 

Otras propuestas de interés hablan 
de la colocación de bonos medioam-
bientales en los mercados europeos y  

��� 318'��������©0L�)DPLOLD�3URJUHVD��0LIDSUR�ª�(MHUFLFLR�GH�DSUHFLDFLyQ�VXVWDQWLYD��*XDWHPDOD�
��� (O�WpUPLQRV�UHDOHV��HO�JDVWR�HQ�SURWHFFLyQ�VRFLDO�VH�UHGXFH��GHELGR�D�TXH��DxR�FRQ�DxR��HO�3,%�FUHFH�HQ�PD\RU�SURSRUFLyQ�TXH�HO�

gasto estimado. 



Co
st

os
 y 

de
sa

fío
s p

ar
a 

fin
an

cia
r l

os
 p

la
ne

s d
e 

go
bi

er
no

 d
e 

Gu
at

em
al

a,
 2

01
2-

20
16

De
 la

s p
ro

m
es

as
 e

le
ct

or
al

es
 d

e 
20

11
 a

 la
 re

al
id

ad

18

estadounidenses; la recuperación del 
metano en los vertederos de basura, lo 
que a su vez serviría de fuente de ener-
gía eléctrica; y mejorar la gestión de tie-
rras para aumentar el almacenamiento de 
carbono en el suelo. Además, se enfatiza 
el uso adecuado del agua y el estableci-
miento de tarifas de cobro que permitan 
responsabilizar a quienes explotan el me-
dio ambiente.

De la variedad de ideas propuestas, muy 
pocas se consideraron cuantificables; en-
tre ellas, cabe mencionar las siguientes:

anuales

-
to (drenajes) y su respectivo manteni-
miento

Para poner en marcha estas dos pro-
puestas se necesita incrementar el pre-
supuesto en Q 619.9 millones para 2012 
(0.16% del PIB); Q 650.2 millones para 
2013 (0.15% del PIB); Q 686.7 millones 
para 2014 (0.15% del PIB) y Q 730.2 mi-
llones para 2015 (0.15% del PIB). 

Estos incrementos requieren pasar de los 
Q 877.7 millones propuestos en el pro-
yecto de presupuesto de 2012 a cerca de 
Q 1,497.6 millones, con una tendencia al 
aumento, hasta llegar a aproximadamen-
te Q 1,767.7 millones en 2015 (0.4% del 
PIB).

e. Urbanización y servicios 
comunitarios

Bajo este rubro se plantea la realización 
de alianzas público-privadas; el apo-
yo a proyectos y gestión de recursos 

para vivienda; el impulso a políticas de  
construcción (entre las cuales figura el 
establecimiento de un programa de se-
guros mediante el Fondo de Hipotecas 
Aseguradas para el desarrollo de proyec-
tos de construcción).

Sin embargo, de todas las propuestas 
presentadas se determinó como cuan-
tificable el dotar a los hogares de agua 
potable, lo que representa para el año 
2012 un incremento presupuestal de  
Q 323.0 millones (0.1% del PIB); para 
2013 el aumento asciende a Q 333.9 
millones (0.1% del PIB); para 2014, a  
Q 345.3 millones (0.1% del PIB) y, para 
2015, a Q 357.2 (0.1% del PIB). 

Dichos incrementos requieren pasar de 
los Q 6,598.8 millones sugeridos en el 
proyecto de presupuesto, a alrededor 
de Q 6,921.8 millones en 2012, lo que 
al año 2015 significaría un monto de  
Q 8,157.3 millones (cerca del 1.7% del 
PIB).

f. Asuntos económicos

Algunas de las promesas giran en torno 
a la construcción y mejoramiento de ca-
rreteras. Resalta la construcción y desa-
rrollo de centros logísticos y aeródromos, 
así como el incremento a la producción de 
energía hidroeléctrica. No obstante, mu-
chas de estas promesas carecen de indi-
cadores que permitan su cuantificación.

Al depurar las propuestas resultaron 
cuantificables la construcción de 800 km 
de caminos rurales y la ampliación de 
las principales carreteras a 4 carriles,21 

así como la reconstrucción de las carre-
teras que sufrieron recientes embates  

��� /DV�FDUUHWHUDV�FRQWHPSODGDV�VRQ��*XDWHPDOD�3XHUWR�%DUULRV������NP��*XDWHPDOD�6DQWR�7RPiV������NP��*XDWHPDOD�6DQ�-RVp�����
NP��*XDWHPDOD�3XHUWR�4XHW]DO�����NP�
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climáticos como la tormenta Agatha, la 
erupción del volcán Pacaya y la reciente 
depresión tropical E-12. 

Estos esfuerzos precisan incrementar el 
presupuesto para asuntos económicos 
en Q 4,233.1 millones en 2012 (1.1% del 
PIB); Q 4,465.9 millones en 2013 (1.1% 
del PIB); Q 4,733.8 millones (1.0% del 
PIB) en 2014 y Q 5,003.7 millones en 2015 
(1.0% del PIB). 

Dicho de otra manera, significaría pasar 
de los Q 6,665.4 millones sugeridos para 
2012 a cerca de Q 10,898.5 millones en 
el mismo año. En 2015, las asignaciones 
financieras para este renglón deberían 
representar una cifra cercana a los Q 
12,882.5 millones (cerca del 2.6% del PIB 
de ese año).

g. Salud

En esta área se encuentran las mayores 
coincidencias entre las propuestas. La 
mayoría de partidos resaltó la importan-
cia de reestructurar el Ministerio de Sa-
lud Pública y Asistencia Social (MSPAS), 
incrementando su presupuesto y mejo-
rando la calidad de sus servicios. Asimis-
mo, los partidos ofrecen realizar campa-
ñas de medicina preventiva, universalizar 
la salud e, inclusive, capacitar a comadro-
nas y promover la medicina comunitaria. 
Pero, infelizmente, en este rubro se en-
cuentra la menor cantidad de propuestas 
cuantificables, debido a su vaguedad (en 
cuanto a políticas o programas que se 
emplearían para alcanzar las promesas 
planteadas).

La única propuesta razonable encontrada 
fue la asignación de un presupuesto de 
Q 4,600.0 millones al MSPAS. Para el año 
2012, ello representaría un incremento 

de Q 384.6 millones (0.1% del PIB); para 
2013, de Q405.8 millones (0.1% del PIB); 
para 2014, de Q430.1 millones (0.1% del 
PIB) y, finalmente, para 2015, de Q 454.61 
millones (0.1% del PIB).

En otras palabras, esto equivaldría a un 
monto de Q 4,600 millones para 2012 y Q 
5,437.40 millones para 2015 (1.1% del PIB). 

h. En síntesis

El gráfico siguiente muestra lo que debería 
incrementarse el presupuesto total y por 
finalidad, tomando como base el proyecto 
de presupuesto 2012, tal como se aclaró al 
inicio de esta subsección.

La aplicación de las propuestas cuantifica-
das significa que solo en 2012 debería dar-
se un incremento de aproximadamente Q 
12,000.0 millones, lo que elevaría el presu-
puesto de los Q 59,547.0 millones sugeri-
dos a cerca de Q 72,774.0 millones. Dicho 
de otra manera, en el año 2012 el presu-
puesto pasaría del 15.2% del PIB (proyec-
tado) a casi el 18.6%.

Por otra parte, de acuerdo con la clasifica-
ción económica del presupuesto, el gasto 
recomendado para 2012 se divide de la si-
guiente manera: 64% para funcionamien-
to, 20% para inversión y 15% destinado al 
pago de deuda. 

Implementar las propuestas modifica leve-
mente esta estructura. De 2012 a 2015 se des-
tinaría un 68% a funcionamiento, entre un 18 
y un 19% a inversión y entre un 12 y un 14% 
al pago de la deuda pública. 

Esto muestra que las propuestas en cues-
tión no alteran la estructura del gasto públi-
co, destinándose la mayor parte a funcio-
namiento, sin cambios significativos en el 
presupuesto para inversión.

��� 9HU�DQH[R�
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Gastos de funcionamiento, inversión y deuda, incluyendo propuestas 
electorales, 2012-2015. Cifras en millones de quetzales de cada año

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef con base en estimaciones propias, según planes de gobierno de partidos 
políticos.
py/ Según proyecto de presupuesto, Minifin 2012.

G4
100,000

90,000

80,000

70,000

60,000

50,000

40,000

30,000

20,000

10,000

2012py/ 2012 2013 2014 2015

Inversión

Deuda pública

Funcionamiento

Composición del gasto por finalidad, incluyendo propuestas electorales, 
2012-2015. Cifras en millones de quetzales de cada año

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef con base en planes gobierno de partidos políticos.
py/Según proyecto de presupuesto, Minfin 2012.
Nota: se incluye en "Otros" los gastos que no sufrieron incrementos por propuesta. Únicamente se indexan 
por inflación.
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T2Composición del gasto por finalidad, incluyendo propuestas 
electorales, 2012-2015. Cifras en millones de quetzales de cada año

Finalidad 2012 py/
Incluyendo propuestas de partidos

2012 2013 2014 2015
Orden público y seguridad ciudadana      5,869.10      6,554.60       7,518.72      8,479.13     9,329.67 

Asuntos económicos      6,665.40   10,898.47 11,497.88    12,187.76   12,882.46 

Protección ambiental         877.70      1,497.62 1,576.19      1,668.19     1,767.73 

Urbanización y servicios comunitarios      6,598.80      6,921.77       7,295.63 7,724.74 8,157.29 

Salud      4,215.40      4,600.00       4,853.00      5,144.18     5,437.40 

Educación   12,332.80   17,465.44     19,072.34 20,244.24 21,435.26 

Protección social      7,367.30      9,215.36       9,777.95 10,422.45   11,077.72 

Otros*   15,620.90   15,620.90 16,968.84    18,672.64   20,226.65

Total   59,547.40   72,774.16     78,560.55 84,543.33 90,314.17

Finalidad Meta 2012 2013

Asuntos económicos 

Construcción de 800 km de caminos 
rurales Avance del 25% Avance del 50% 

Ampliación a cuatro carriles en 
principales carreteras Avance del 25% Avance del 50% 

Educación

Alcanzar una tasa de alfabetización del 
95%

Alfabetización de 
367,984 personas

Alfabetización de 
367,984 personas

Desarrollar programas y garantizar 
alimentación escolar

Alimentación a 
514,366 alumnos 
de preprimaria y 
1,709,464 alumnos 
de primaria

Alimentación a 
535,744 alumnos 
de preprimaria y 
1,786,361 alumnos 
de primaria

30,000 becas al exterior y 1,000,000 de 
becas a nivel nacional

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

Ampliación de cobertura en educación 
(preprimaria, primaria, básicos y 
diversificado)

Reducción del 25% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Reducción del 50% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

T3Principales metas cuantificadas y avance esperado por año

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef con base en planes de gobierno de partidos políticos.
py/ Proyecto de presupuesto 2012.
*Se incluye en "Otros" los gastos que no sufrieron incrementos por propuestas (solo se indexan inflación).
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Finalidad Meta 2012 2013

Orden público y seguridad 
ciudadana

Incremento de 15,000 efectivos en la 
PNC

Promoción de 3,750 
agentes 

7,500 agentes

Incremento de 1,000 investigadores 
anuales en la PNC 250 agentes 500 agentes

Ampliación de presencia del MP 69 nuevas fiscalías 138 nuevas fiscalías

Asignación presupuestaria al MP de  
Q 850 millones

Incremento 
presupuestario de 
Q 236,500,000 

Incremento 
presupuestario de  
Q 236,500,000 

Asignación presupuestaria al OJ de   
Q 1,400 millones

Incremento 
presupuestario de 
Q 148,104,914

Incremento 
presupuestario de  
Q 148,104,914

Construcción de dos cárceles de máxima 
seguridad

Avance del 50% 
(primera prisión)

Avance del 100% 
(primera prisión)

Protección ambiental

Reforestación de 25,000 hectáreas 
anuales

25,000 hectáreas 
reforestadas

50,000 hectáreas 
reforestadas

Extracción de aguas residuales en 
comunidades 

Inversión de  
Q 315,224,000 y 
mantenimiento de 
Q 7,724,000

Inversión de  
Q 317,960,000 y 
mantenimiento por  
Q 15,514,000

Protección social

Mejorar y garantizar la continuidad de 
Mifapro

Cobertura a 
800,000 familias

Cobertura a 800,000 
familias

Acciones de desparasitación, vitamina A, 
micronutrientes para infantes (hasta dos 
años) y ácido fólico, hierro y flúor para 
embarazadas

Cobertura al 59% 
de niños y al 
63% de mujeres 
embarazadas 

Cobertura al 73% 
de niños y al 
75% de mujeres 
embarazadas

Salud Asignación de Q 4,600 millones para el 
MSPAS

Incremento 
presupuestario de 
Q 384,600,000

Incremento 
presupuestario de  
Q 384,600,000

Vivienda y servicios 
comunitarios Abastecimiento de agua1/ Inversión de  

Q 322,968,000.00
Inversión de  
Q 325,750,000.00
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Finalidad Meta 2014 2015

Asuntos económicos 
Construcción de 800 km de caminos rurales Avance del 75% Avance del 100% 
Ampliación a cuatro carriles en principales 
carreteras Avance del 75% Avance del 100%  

Educación

Alcanzar una tasa de alfabetización del 95% Alfabetización de 
367,984 personas

Alfabetización de 
367,984 personas

Desarrollar programas y garantizar 
alimentación escolar

Alimentación a 
557,122 alumnos 
de preprimaria y 
1,863,258 alumnos 
de primaria

Alimentación a 
578,500 alumnos 
de preprimaria y 
1,940,155 alumnos 
de primaria

30,000 becas al exterior y 1,000,000 de becas a 
nivel nacional

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

250,000 becados a 
nivel nacional y 7,500 
en el extranjero

Ampliación de cobertura en educación 
(preprimaria, primaria, básicos y diversificado)

Reducción 
del 75% del 
déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Reducción del 100% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Orden público y 
seguridad ciudadana

Incremento de 15,000 efectivos en la PNC 11,250 agentes 15,000 agentes
Incremento de 1,000 investigadores anuales en 
la PNC 750 agentes 1,000 agentes

Ampliación de presencia del MP 208 nuevas 
fiscalías 278 nuevas fiscalías

Asignación presupuestaria al MP de Q 850 
millones

Incremento 
presupuestario de 
Q 236,500,000 

Incremento 
presupuestario de  
Q 236,500,000 

Asignación presupuestaria al  OJ de Q 1,400 
millones

Incremento 
presupuestario de 
Q 148,104,914

Incremento 
presupuestario de  
Q 148,104,914

Construcción de dos cárceles de máxima 
seguridad

Avance del 50% 
(segunda prisión)

Avance del 100% 
(segunda prisión)

Protección ambiental

Reforestación de 25,000 hectáreas anuales 75,000 hectáreas 
reforestadas

100,000 hectáreas 
reforestadas

Extracción de aguas residuales en 
comunidades 

Inversión por  
Q 320,554,000 y 
mantenimiento por 
Q 23,368,000

Inversión de  
Q 323,150,000 y 
mantenimiento por  
Q 31,285,000

Protección social

Mejorar y garantizar la continuidad de Mifapro Cobertura a 
800,000 familias

Cobertura a 800,000 
familias

Acciones de desparasitación, vitamina A, 
micronutrientes para infantes (hasta dos años) 
y ácido fólico, hierro y flúor para embarazadas

Cobertura al 86% 
de niños y al 
88% de mujeres 
embarazadas 

Cobertura al 100% 
de niños y al 
100% de mujeres 
embarazadas 
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Salud Asignación de Q 4,600 millones para el MSPAS
Incremento 
presupuestario de 
Q 384,600,000

Incremento 
presupuestario de  
Q 384,600,000

Vivienda y servicios 
comunitarios Abastecimiento de agua Inversión de  

Q 328,408,000.00
Inversión de  
Q 331,067,000.00

Finalidad Meta 2014 2015

2.2

Rigideces del gasto 

El Estado de Guatemala ha contraído una 
serie de obligaciones ineludibles, lo cual 
dificulta la movilización de recursos hacia 
áreas estratégicas o prioritarias. Se estima 
que más del 40% de los ingresos que el 
Gobierno central percibe ya tiene un desti-
no específico.23

Una fuente importante de compromisos 
encuentra su base en la Constitución Po-
lítica de la República. Conforme a ella, el 
Estado debe destinar al menos el siguiente 
porcentaje de recursos:24

Guatemala

se otorga el 4% a causa del financia-
miento a la Corte de Constitucionalidad)

Existen además recursos obtenidos  
mediante impuestos que ya poseen un 
destino específico. Un ejemplo de esto es 
el IVA-paz que, sobre la base del 12% de la 
tarifa del impuesto, distribuye los porcen-
tajes siguientes:

La implementación de las propuestas elec-
torales tiene, por consiguiente, un impacto 
directo sobre la rigidez del gasto, ya que 
solamente la cuenta «remuneraciones» 
pasa de Q 15,717.9 millones sugeridos, a 
cerca de Q 16,392.3 millones, llegando en 
2015 a alcanzar los Q 21,642.7 millones.

Si no se realizan cambios para incrementar 
los ingresos públicos, la divergencia entre 
los compromisos de gasto y los ingresos 
corrientes continuará incrementándose; 
solo en 2012 dicha diferencia alcanzaría un 
saldo negativo de Q 4,638.2 millones, lle-
gando en 2015 a casi Q 9,074.2 millones. 

��� *RELHUQR�GH�*XDWHPDOD���������©&ULWHULRV�GH�GH¿QLFLyQ�GH�WHFKRV�SUHVXSXHVWDULRV�SDUD�HO�����ª��*XDWHPDOD��0LQLVWHULR�GH�
Finanzas Públicas.

��� ,FH¿����������Análisis del presupuesto 2011 enfocado a la niñez y adolescencia. ¡Contamos! Número 2.

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en estimaciones propias según planes de gobierno de partidos políticos.
1/Con base en documento «Análisis del cumplimiento del Objetivo de Desarrollo del Milenio relativo a la 
“Sostenibilidad del Medio Ambiente” en Guatemala y determinación de acciones y costos para alcanzar las 
metas al año 2015».
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Variables 2012py/ Incluyendo metas propuestas
2012 2013 2014 2015

Ingresos
Ingresos corrientes 46,971.2 46,971.2 48,712.5 51,145.1 55,765.1
Ingresos tributarios 43,611.1 43,611.1 45,902.4 48,338.0 52,965.6
Ingresos no tributarios 3,360.1 3,360.1 2,810.1 2,807.1 2,799.5

Compromisos de gasto
Total compromisos de gasto 50,935.0 51,609.4 55,103.9 59,449.1 64,839.3
Aportes por IVA-PAZ 8,779.8 8,779.8 9,262.4 9,815.5 10,709.7
Aportes constitucionales 5,557.9 5,557.9 5,763.8 6,051.6 6,598.3
Compromisos de gasto sobre 
impuestos específicos a/ 2,187.7 2,187.7 2,308.0 2,445.8 2,668.6

Aportes institucionales con ingresos 
corrientes b/ 4,177.6 4,177.6 4,332.4 4,548.8 4,959.7

Ministerio de la Defensa (Acuerdo 
Gubernativo 216-2011) c/ 1,290.9 1,290.9 1,386.8 1,497.1 1,615.4

Deuda Pública 9,071.1 9,071.2 10,058.8 11,348.0 12,484.5
Remuneraciones 15,717.9 16,392.3 18,023.3 19,771.9 21,642.7
Clases pasivas 4,152.1 4,152.1 3,968.4 3,970.3 4,160.3
Saldo (ingresos - egresos) -3,963.8 -4,638.2 -6,391.4 -8,304.0 -9,074.2

Si se mantienen las condiciones previs-
tas en el proyecto de presupuesto y se 
incluyen las promesas electorales, en 
2012 por cada quetzal de ingresos co-
rrientes habría Q 1.10 en compromisos 
de gasto; Q 1.13 en 2013 y aproxima-
damente Q 1.16 en 2014 y 2015. Estas 
cifras por encima del actual Q 1.08 evi-
dencian el escaso margen de maniobra 
actual para concretar las propuestas 
electorales.

T4Rigideces del gasto y modificaciones ante incorporación de propuestas 
Cifras en millones de quetzales de cada año

2.3

Propuestas y  
estimaciones  
relacionadas con los  
ingresos públicos

La mayoría de propuestas realizadas 
por los partidos políticos se limita a re-
petir los principios contenidos en el  

a/ Impuestos específicos de los derivados del petróleo, vehículos, IUSI, timbres, salidas del país, tabaco, 
bebidas alcohólicas, cemento y cable.
b/ Aportes para el Sistema de Justicia, Administración Legislativa, Administración fiscal, monetaria y ser-
vicios de fiscalización, servicios electorales, Procuraduría de los Derechos Humanos y otras instituciones.
c/ Aporte no menor al 0.33% del PIB
Fuente: Icefi/Ingep/Unicef en base a estimaciones propias segun planes de gobierno de partidos políticos.
py/ Proyecto de presupuesto 2012.
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Pacto Fiscal. De esa cuenta, han prometido  
luchar contra la evasión, procurar mayor 
transparencia y mejorar la eficiencia de 
la recaudación, simplificar el sistema tri-
butario y ensanchar la base impositiva.25 
Lastimosamente, no se detalla la forma 
que adoptarán tales medidas. Por su par-
te, llama la atención que ningún partido 
trate de manera directa el aumento y 
creación de nuevos impuestos —una de 
las principales áreas de compromisos del 
Pacto Fiscal—, posiblemente porque ello 
erosionaría el apoyo de parte del electo-
rado y de grupos gremiales de presión. 

A contrapelo de lo mencionado, algunos 
partidos parecen ser mucho más respon-
sables fiscalmente debido a que propo-
nen elevar la carga tributaria entre un 14 
y un 14.6% del producto, lo que constitu-
ye una manifestación de interés por me-
jorar la actual situación de las finanzas del 
país. Desafortunadamente, en ninguno 
de los casos se identifican los mecanis-
mos a utilizar para lograr este cometido.

Las únicas propuestas con un poco de 
fundamento al respecto se encuentran 
en una temática particular: la minería y la 
explotación de otros recursos naturales 
renovables y no renovables. Se habla de 
la renegociación de las concesiones que 
representen un beneficio nulo o mínimo 
para el país y las comunidades, de tal ma-
nera que se obtenga al menos el 50% de 
las utilidades generadas.

En síntesis, la mayor parte de propues-
tas no son claras por el lado del ingre-
so y carecen de una sólida base técnica. 
En palabras más claras: los programas 
de los partidos políticos no contemplan 
un aumento equivalente de los ingresos 
públicos para hacer frente a los gastos 
adicionales que demandan las promesas.

a. Estimaciones de ingreso

Dada la ausencia de propuestas, se optó 
por considerar los ingresos según el pre-
supuesto multianual 2012-2014 contenido 
en el proyecto del presupuesto del Minis-
terio de Finanzas Públicas para 2012, el 
cual indica que se esperan ingresos, por 
un monto de Q 47,002.3 millones. Para 
2013 la estimación es de Q 48,745.6 mi-
llones; y de Q 51,180.8 y Q 55,803.66 mi-
llones para 2014 y 2015, respectivamen-
te.26

En términos del tamaño de la economía 
esto significa que los ingresos totales 
caerían progresivamente del 12% del 
PIB, en 2012, a cerca del 11.3% en 2014, 
con una recaudación tributaria que pasa-
ría de 11.1% del PIB, en 2012, a tan solo 
10.7% en 2014, prácticamente la misma 
carga tributaria de 2010 (10.5%). 

Dicha política de ingresos se basa en la 
futura implementación de medidas antie-
vasión (Ley Antievasión II) y la búsqueda 
de ingresos derivados de la explotación 
petrolera, los recursos hídricos y la mine-
ría. A ello se agregaría el endeudamiento 
público y la utilización de donaciones. 

Es importante notar que la ejecución de la 
mayoría de estas medidas no solo depen-
de del Ejecutivo, sino de otros actores y 
circunstancias. Por ejemplo, la Ley Antie-
vasión II forzosamente pasa por la aproba-
ción del Congreso; las donaciones depen-
den de las políticas de cooperación de los 
países donantes y los ingresos derivados 
del petróleo y la minería fluctúan a partir de 
los precios internacionales de esos com-
modities y de la forma en que se hayan  
negociado las concesiones. 

De esa cuenta, y teniendo en men-
te las dificultades derivadas del difícil  

��� &RQWUDGLFWRULDPHQWH��QLQJ~Q�SDUWLGR�PHQFLRQD�XQD�PHGLGD�FODYH�SDUD�HOOR��OD�UDFLRQDOL]DFLyQ�\�VXSUHVLyQ�GH�H[HQFLRQHV�\�H[RQH�
raciones. 

��� /D�HVWLPDFLyQ�HV�SURSLD�SDUD������
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entorno económico internacional y las  
vicisitudes de la política nacional seña-
ladas en la sección correspondiente, es 
bastante probable que los ingresos sean 
menores a los esperados en el proyecto 
de presupuesto.

2.4

Sostenibilidad fiscal

En vista de la difícil circunstancia en la 
que se encuentran los ingresos públicos 
y considerando el gran peso que repre-
senta el cumplimiento de las promesas 
electorales, de no hacer ningún cambio 
sustancial en lo referente a los ingresos 
durante los próximos cuatro años, el Esta-
do entrará en una delicada situación que 
conlleva el incumplimiento de muchas de 
las responsabilidades ya adquiridas y de 
las que están por adquirirse. Lo anterior 
obliga a sostener que, en este momento, 
el escenario futuro más factible es aquel 
en el que se logra concretar una reforma 
fiscal que incremente los ingresos tribu-
tarios del Estado guatemalteco. 

Por lo tanto, se requerirá encontrar los 
espacios sociales de deliberación para lle-
gar a acuerdos sustantivos en materia de 
política fiscal. Dichos espacios deberán 
garantizar la materialización de las prome-
sas electorales y, de esa manera, posibi-
litar el cumplimiento de las obligaciones  
asumidas ante la ciudadanía. De lo con-
trario, se erosionaría aún más la legitimi-

dad del sistema electoral y de partidos 
políticos, con funestas consecuencias 
para la gobernabilidad del país. 

En ese sentido, la propuesta de moder-
nización fiscal del Grupo Promotor del 
Diálogo Fiscal (GPDF),27 presentada en 
abril de 2008, realiza una serie de reco-
mendaciones para mejorar la calidad y 
transparencia del gasto público. Asimis-
mo, plantea directrices para fortalecer la 
recaudación tributaria en el marco de los 
principios y compromisos del Pacto Fis-
cal. Se esperaba así edificar una política 
fiscal sólida y sostenible que contribuyera 
«al crecimiento económico y al desarrollo 
social, a la reducción de la pobreza y a 
la solución de los graves problemas que 
enfrenta el país».28 Debido a la visión de 
Estado de la propuesta y a su integrali-
dad técnica —que permanece vigente—, 
se la analiza en su vertiente tributaria en 
el anexo 1.

a. Déficit esperado

Sin incluir las diversas promesas elec-
torales, se estima que el déficit para 
2012 sea de alrededor de Q 9,946.0 
millones, alcanzando hacia 2015 unos  
Q 10,290.0 millones (2.5 y 2.1% del PIB,  
respectivamente).

Si se concretaran las propuestas de campaña 
y la situación de los ingresos se mantuviera 
sin cambio alguno, el déficit esperado alcan-
zaría un 6.1% del PIB en 2013: una cifra cla-
ramente insostenible que, sin duda alguna,  
pondría en riesgo la estabilidad macroeconó-
mica del país.

��� &RQIRUPDGR�SRU�H[SHUWRV�HQ�OD�WHPiWLFD�¿VFDO�\�SRU�SHUVRQDV�UHSUHVHQWDWLYDV�GH�GLYHUVRV�VHFWRUHV�QDFLRQDOHV��%XVFDED�UHWRPDU�\�
SURPRYHU�ORV�SULQFLSLRV�\�FRPSURPLVRV�GHO�3DFWR�)LVFDO�SHQGLHQWHV�GH�FXPSOLPLHQWR��GH�PDQHUD�TXH�IXHUDQ�XQD�JXtD�SDUD�OD�SROt�
WLFD�¿VFDO�GH�OD��HQ�HVH�HQWRQFHV��QXHYD�DGPLQLVWUDFLyQ�JXEHUQDPHQWDO�TXH�DVXPLUtD�HO�PDQHMR�GHO�SDtV�HQ�HQHUR�GH�������(Q�GLFKR�
VHQWLGR��VH�HQFDUJy�DO�*3')�LPSXOVDU�HO�SURFHVR�SDUD�ORJUDU�XQD�SURSXHVWD�FRQVHQVXDGD�GH�ORV�WHPDV�VXVWDQWLYRV�GH�OD�SROtWLFD�
¿VFDO�

��� 9pDVH��KWWS���ZZZ�PLQ¿Q�JRE�JW�DUFKLYRV�SUHQVD�SURSBFQDS�SGI
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En promedio, el incremento de déficit que 
se presenta al implementar las propues-
tas es de aproximadamente un 3.6% del 
PIB anual.

2.5

Transparencia y lucha 
contra la corrupción

Prácticamente todos los partidos se 
comprometieron a luchar contra la  
corrupción en la administración pública y 
buscar la mejora en la transparencia del 
gasto. También concedieron importancia 
al combate a la evasión y defraudación tri-
butaria aunque, en mucha menor medida, 
reconocieron que la Administración Tributa-
ria debe contar con un mayor acceso a la 
información manejada por las instituciones 
monetarias y financieras del país.

Para evaluar las propuestas de campaña en 
esta materia se emplearon tres instrumen-
tos: la Convención Interamericana contra 
la Corrupción (Cicc) de la Organización de 
Estados Americanos (OEA),29 el Estándar 
Internacional de Transparencia en el Inter-
cambio de Información Tributaria de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (Ocde),30  y la propuesta 
del GPDF en materia de transparencia fis-
cal y eficiencia del gasto público. 

Cada uno de los instrumentos referidos cu-
bre las áreas tratadas por los partidos po-
líticos. Se eligieron por constituir un piso 
mínimo en tales materias y, por lo tanto, so-
bre la base de ellos podrá cotejarse los al-
cances de los ofrecimientos. Por otro lado, 
este esfuerzo privilegia la faceta fiscal, así 
que no presta mucha atención a factores 
de otra índole, como es el caso de las cues-
tiones judiciales y procesales. Enseguida 
se reseñan las propuestas de los partidos 
dividas en los tres ámbitos mencionados.

��� 3ULPHUD�FRQYHQFLyQ�MXUtGLFD�LQWHUQDFLRQDO�HQ�HVWD�PDWHULD��&RPSURPHWH�D�ORV�(VWDGRV�SDUWH�D�DGRSWDU�XQD�VHULH�GH�PHGLGDV�GHVWL�
QDGDV�D�SUHYHQLU��GHWHFWDU��VDQFLRQDU�\�HUUDGLFDU�OD�FRUUXSFLyQ��$PSOLDU�LQIRUPDFLyQ�HQ��KWWS���ZZZ�WUDQVSDUHQF\�RUJ�UHJLRQDOBSD�
JHV�DPHULFDV�FRQYHQFLRQHV�FRQYHQFLRQBRHD�UHVXPHQ�

��� ,PSOHPHQWDGR�FRQ�ORV�REMHWLYRV�GH��D��HYLWDU�HO�XVR�GH�SDtVHV�\�MXULVGLFFLRQHV�RSDFDV�TXH�VH�SUHVWHQ�SDUD�HVFRQGHU�LQJUHVRV�GH�
SURFHGHQFLD�LOtFLWD��E��PLQLPL]DU�OD�HYDVLyQ�WULEXWDULD��\�F��FRDG\XYDU�HQ�OD�OXFKD�FRQWUD�HO�ODYDGR�GH�GLQHUR�\�HO�¿QDQFLDPLHQWR�
GHO�WHUURULVPR��6H�HQWLHQGH�TXH�HO�(VWiQGDU�VH�KD�FXPSOLGR�FXDQGR�HO�LQWHUFDPELR�GH�LQIRUPDFLyQ�HQWUH�DGPLQLVWUDFLRQHV�WULEXWD�
ULDV�VHD�HIHFWLYR��SURYHQLHQWH�GH�FXDOTXLHU�IXHQWH��LQFOX\HQGR�LQIRUPDFLyQ�EDQFDULD��\�UHODWLYR�D�WRGR�DVXQWR�WULEXWDULR��9pDVH�HQ��
ZZZ�RHFG�RUJ�GDWDRHFG����������������SGI�

Escenarios de déficit fiscal incluyendo propuestas electorales 2012-2015.
Cifras como porcentajes del PIB

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en planes de gobierno de partidos políticos.
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Déficit fiscal sin 
promesas electorales
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a. Corrupción 

La mayoría de los partidos están de  
acuerdo en la necesidad de reformas lega-
les en materia de servicio civil, contraloría 
de cuentas, probidad y compras y contra-
taciones. Se habla, aunque no de manera 
concisa, sobre la tipificación del delito de 
enriquecimiento ilícito como parte de una 
agenda de lucha contra la corrupción. En 
este sentido, en el Congreso se cuenta 
con una iniciativa (identificada con el nú-
mero 4347,31 conocida por el Pleno en abril 
de 2011 y que dispone la aprobación de 
una ley contra la corrupción pública) cuyo 
dictamen es responsabilidad conjunta de 
las comisiones de Probidad y la Extraordi-
naria Nacional por la Transparencia.

Por otro lado, las propuestas de los parti-
dos políticos tratan de manera muy ligera 
algunas de las reformas al Código Penal 
que combaten la evasión tributaria. Aun-
que casi ninguna propuesta puntualizó so-
bre las características de tales reformas, 
limitándose, en cambio, a departir su im-
portancia.

De la misma manera, algunos partidos 
manifestaron su deseo de promover 
una nueva cultura basada en la ética y la 
honradez, sin especificar sus fines ni los 
mecanismos necesarios para institucio-
nalizar dicha cultura. Con referencia a los 
ingresos, la prioridad es la lucha contra el 
contrabando y, en segundo lugar, el com-
bate a la evasión y defraudación tributaria 
mediante el control de las fronteras y  las 
aduanas.

Otro tema coincidente es el fortalecimien-
to técnico y legal de la Contraloría General 
de Cuentas. Destaca que algunos parti-
dos hagan referencia a la necesidad de 
mayores recursos para esta institución; 

también es de su interés la promoción 
de reformas para la elección del contralor, 
con miras a blindar esta institución de la 
influencia de grupos fácticos de presión. 
Pero, al igual que casos anteriores, falta 
definir concretamente el carácter de tales 
reformas. 

En los programas de gobierno los partidos 
indicaron su acuerdo y voluntad para for-
talecer la auditoría social mediante las he-
rramientas del gobierno electrónico. Sin 
embargo, y de manera paradójica, ningu-
na propuesta hace alusión al Sistema de 
Auditoría Gubernamental (SAG), la plata-
forma informática de la auditoría estatal, a 
pesar de constituir una herramienta bási-
ca de fiscalización. 

No hubo ofrecimientos concretos en te-
mas de sentida necesidad social y polí-
tica, tales como sistemas para la decla-
ración de ingresos, activos y pasivos de 
los funcionarios públicos; sistemas para 
la protección de funcionarios y ciudada-
nos que denuncien de buena fe actos 
de corrupción; y medidas que impidan el 
soborno de funcionarios públicos nacio-
nales y extranjeros, así como las de con-
trol interno y registro del sector privado.  
Todos estos mecanismos se encuentran  
contemplados en la Convención Interame-
ricana contra la Corrupción (ratificada por 
Guatemala en 2001) como parte de las 
medidas preventivas contra la corrupción. 

b. Intercambio de información 
financiera para fines tributarios

Este ha sido un área escasamente de-
sarrollada en los planes de gobierno. En 
ellos no se plantea la necesidad de firmar 
acuerdos de intercambio de información 
tributaria con otros países, por más que 

��� 3DUD�DFFHGHU�D�OD�LQLFLDWLYD�GH�OH\�������YpDVH��KWWS�����������������DUFKLYRV�LQLFLDWLYDV�UHJLVWUR�����SGI
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esa medida permitiría luchar de mejor 
manera contra la evasión y la defrauda-
ción tributaria.32 Los partidos únicamente 
hablan de cumplir los criterios sobre la-
vado de dinero del Grupo de Acción Fi-
nanciera (Gafi), de alcance más limitado. 
Llama la atención que ningún programa 
aborda la flexibilización del secreto ban-
cario, medida que facilitaría la prevención 
y combate a la evasión tributaria y otros 
hechos ilícitos como el desvío de fondos 
—no solo públicos, sino también priva-
dos— y el lavado de dinero.

c. Transparencia fiscal

La transparencia fiscal ha sido con-
siderada neurálgica en los planes 
de gobierno. Sin embargo, al igual 
que en el caso de la corrupción,  
predominan los buenos propósitos y no 
las medidas específicas. 

La gran mayoría de propuestas reconoce 
la importancia del Sistema Integrado de 
Administración Financiera (Siaf)33  como 
mecanismo de seguimiento a la informa-
ción presupuestaria. Por ello, casi todos 
los partidos han afirmado que en caso 
de ganar la elección presidencial velarán 
para que su uso sea obligatorio en todas 
las instituciones del Estado.34 

No obstante, ningún partido menciona el 
apoyo presupuestario e institucional para 
este programa, el cual depende del apo-
yo financiero externo, que está a punto 
de terminar.35

Relativo a los fideicomisos constituidos 
con fondos estatales, unas propuestas 
mencionan su eliminación y otras su 
regulación por medio de una normati-
va legal específica sobre el tema.36 De 
manera similar, algunos partidos ma-
nifestaron su disposición para prohi-
bir el uso de oenegés en la ejecución 
de obra pública. Otros, en vez de eso, 
prometieron establecer estándares mí-
nimos de contratación de oenegés y 
organismos internacionales. En todo 
caso, las propuestas olvidan el fortaleci-
miento de las instancias ejecutoras del 
Estado que, en teoría, reemplazarían 
a las oenegés, revelando así la falta de  
tratamiento integral del tema. 

Sobre los sistemas de información es-
tatal en línea, los partidos son abundan-
tes en sus ofrecimientos. En ese senti-
do, destaca la incorporación de un plan 
plurianual de inversiones en el Sistema 
Nacional de Inversión Pública (SNIP), 
vinculado con el Siaf; la creación de una 
página web que integre las plataformas 
informáticas relacionadas con la adminis-
tración pública; el establecimiento de un 
sistema automatizado de información y 
publicación de convocatorias para pues-
tos de servidores públicos y la obliga-
toriedad de que todos los proyectos de 
obra pública sean registrados en el SNIP 
y aprobados por la Secretaría de Planifi-
cación y Programación de la Presidencia 
(Segeplan). Todos, proyectos deseables, 
aunque no de implementación rápida 
como pretenden los planes de gobierno.

��� 3RU�RWUR�ODGR��FRPR�*XDWHPDOD�QR�KD�VXVFULWR�QLQJ~Q�DFXHUGR�GH�HVWH�WLSR��VH�DUULHVJD�D�SRWHQFLDOHV�PHGLGDV�©DQWLSDUDtVR�¿VFDOª�
SRU�SDUWH�GH�ORV�SDtVHV�GH�OD�2FGH��8QD�DFFLyQ�HQ�HVWH�VHQWLGR�SXGLHUD�VHU�HO�LQFUHPHQWR�GH�LPSXHVWRV�D�DTXHOORV�FDSLWDOHV�SURYH�
QLHQWHV�GH�OD�2FGH�TXH�LQYLHUWDQ�HQ�HO�SDtV��9pDVH�PiV�LQIRUPDFLyQ�DO�UHVSHFWR�HQ��KWWS���ZZZ�LFH¿�RUJ�FDWHJRULHV����

��� 9pDVH�VLWLR�ZHE�HQ��KWWS���WUDQVSDUHQFLD�PLQ¿Q�JRE�JW�WUDQVSDUHQFLD��
��� 6H�KDQ�DSUREDGR�QRUPDV�GH�HMHFXFLyQ�SUHVXSXHVWDULD�RULHQWDGDV�D�VX�XVR�REOLJDWRULR��6LQ�HPEDUJR��HVWDV�QRUPDV�VROR�WLHQHQ�

YLJHQFLD�DQXDO��DVt�TXH�GHEHQ�SURUURJDUVH�FDGD�DxR��$GHPiV��KDFH�IDOWD�VX�H[WHQVLyQ�D�DOJXQDV�HQWLGDGHV�DXWyQRPDV�\�GHVFHQWUD�
lizadas.

��� KWWS���ZZZ�DVLHV�RUJ�JW�VLWHV�GHIDXOW�¿OHV�DUWLFXORV�SXEOLFDFLRQHV�020(172B������B���������SGI�
��� 'H�LQWHUpV�UHVXOWD�TXH�XQ�SDUWLGR�KD\D�RIUHFLGR�SXEOLFDU�ORV�ÀXMRV�GH�HIHFWLYR�GH�ORV�¿GHLFRPLVRV�YLJHQWHV�
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En materia de compras y contrataciones 
se propone el establecimiento de un sis-
tema integrado de gestión de adquisicio-
nes vinculado con el Siaf, acompañado del 
registro obligatorio en Guatecompras de 
todos los procesos de compras y contrata-
ciones, desde el inicio hasta la concreción 
del proceso. 

Finalmente, ninguna propuesta versa so-
bre normativas específicas en materia de 
transparencia y efectividad del gasto de 
gobiernos locales, consejos de desarrollo 
y entes autónomos y descentralizados. 
Esto, a pesar de la creciente importancia 
de las municipalidades y consejos de desa-
rrollo y de su agenda pendiente en materia 
de transparencia y efectividad del gasto.

d. A manera de conclusión

Algunas propuestas electorales no se 
encontraron contempladas en los instru-
mentos citados. Entre estas resalta el que 
un partido haya planteado la necesidad de 
reformas a la Ley Electoral y de Partidos 
Políticos para la adecuada fiscalización de 
las campañas electorales y de sus finan-
cistas. Otra propuesta interesante, aun-
que con poca viabilidad política, es la eli-
minación del listado geográfico de obras a 
cargo de diputados.

Resumiendo, retóricamente los partidos le 
dan mucha importancia a este tema, dedi-
cándole espacio en sus planes de gobier-
no —que va desde la mera declaración de 
principios hasta una sección completa—. 
A esto se agregan otros temas importan-
tes como el fortalecimiento de la Contra-
loría General de Cuentas, la continuidad y 
mejora de los sistemas informáticos —en 
especial el Siaf— y la mayor regulación del 
proceso de adquisiciones estatales y de fi-
deicomisos públicos. 

Sin embargo, al igual que en el resto de 
áreas analizadas, la mayoría de promesas 
partidarias son muy vagas y generales, 
motivo por el cual se les puede conside-
rar más como declaraciones de buenas 
intenciones que planteamientos concre-
tos. Además, no consideran el horizonte 
temporal en el cual se desarrollarían dichas 
medidas. 

Se observa en los planes de gobierno poca 
integralidad en lo propuesto, pues hay as-
pectos que no se abordan; entre ellos, el 
establecimiento de sistemas para la de-
claración de los ingresos y activos de los 
funcionarios públicos y el acceso a infor-
mación bancaria por parte del Estado. Asi-
mismo, hace falta mayor énfasis y detalle 
en las propuestas por el lado de los ingre-
sos públicos, en especial los tributarios.
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3Consideraciones  
finales 
Del análisis económico sobre las  
previsiones internacionales y nacionales 
se deduce que el país espera un conjun-
to de condiciones adversas que deberá 
encarar, aprovechando algunas ventajas 
que han caracterizado su manejo ma-
croeconómico, más bien conservador: 
control sobre la inflación y la moneda, 
niveles estables y suficientes de reser-
vas internacionales y márgenes de en-
deudamiento todavía manejables. Pero 
los fenómenos adversos son de magni-
tud: menor crecimiento; déficit público 
creciente; polarización de los grupos po-
líticos mayoritarios, en el marco de una 
sensible ausencia de consensos naciona-
les. El fuerte déficit en materia de cultura 
política que propicia la cooperación inter 
partidaria e inter bloques reducirá, previ-
siblemente, el margen de maniobra del 
nuevo gobierno, o le obligará a realizar 
alianzas más bien vinculadas a intereses 
gremiales y económicos que a intereses 
sociales.

La débil institucionalidad público- 
gubernamental (el país continúa care-
ciendo de una ley de servicio burocrático 
profesional que proteja del clientelismo); 
el generalizado deterioro de la infraestruc-
tura; y la alta vulnerabilidad ambiental de 
un país desprovisto de los recursos y las 
estrategias de prevención a la escala de lo 
que las catástrofes requerirían hacen par-
te de un coctel que podemos llamar, sin 
excesos, un estado de alerta nacional. 

Trascender el pasado 
Lo que pareciera una impotencia com-
prensiva histórica, de origen, de las éli-
tes dominantes para encabezar una 
estrategia moderna, socialmente perti-
nente en su relaciones con lo político, la 
política y el Estado; y, por otro lado, un 
Estado muy susceptible de ser interfe-
rido por intereses gremiales que ses-
gan y distorsionan la política pública,  
conforman dos grandes rasgos  

33
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sustantivos de un país que no logra  
mantener rumbo y construir acuerdos  
inter-temporales.

En ese escenario, las élites económicas, 
pero también amplios medios políticos, 
se encuentran desfasados en su discur-
so y acción ante la gravedad de los fenó-
menos señalados sucintamente.  A estos 
fenómenos hay que agregar la expansión 
horizontal y vertical del crimen organiza-
do que aprovecha la poca institucionalidad 
que como país nos hemos podido dar.

El severo déficit de representación colec-
tiva de los intereses populares redondea 
la grave falla del sistema político nacional 
que impide el consenso nacional y explica 
por qué, cíclicamente, se producen es-
fuerzos aislados, de carácter interelitario, 
para interactuar con el Estado, sin darle 
sustento social y durabilidad a los arreglos 
que se producen.37

La campaña: costos 
inmanejables
La excesiva e inviable oferta electoral de 
2011 se podría convertir en un bumerán 
contra sus propios oferentes: los candida-
tos electos en todos los niveles. No obs-
tante, los efectos de ello podrían alcanzar 
a todos los guatemaltecos en el sentido 
de producir mayor desencanto con la de-
mocracia. Así lo confirma el último infor-
me de Latinobarómetro, de 2011.38 Esa 
oferta excesiva no es solo asunto de or-
den financiero, sino también político, 
dadas sus implicaciones en términos de 
gobernabilidad y democracia. Como con-
trapartida para dicha oferta, los programas 
de los partidos políticos no contemplaron 

con rigor un aumento equivalente de los 
ingresos públicos para atender estos gas-
tos adicionales.

Pero también está, en sentido estricto, el 
costo de la campaña electoral en el que 
incurrieron las principales fuerzas políti-
cas, lo cual ha generado una respetable 
cantidad de deudas que solo pueden pa-
garse si se repiten las prácticas de estas 
décadas: favores a costa del presupues-
to nacional, impactando los recursos que 
efectivamente se destinan a obra y servi-
cios públicos. Ello corrompe la política y la 
vida electoral. 

La creciente tendencia de control del pre-
supuesto nacional en el Congreso de la 
República para servir a lógicas grupales 
puede continuar deteriorando la racionali-
dad en la definición y ejercicio de cómo y 
para qué se usan los recursos. 

La lógica de oposición partidista y no de 
Estado que parece condicionar las acti-
tudes de los parlamentarios puede ser 
fuente de problemas adicionales para que 
los consensos se den oportunamente y 
el nuevo gobierno tenga las condiciones 
básicas para operar durante los próximos 
años, al tiempo que crea un escenario que 
le sea más propicio para atender todos los 
compromisos que, con los recursos ac-
tuales, es imposible cumplir.

Se estima que podría estarse gestando un 
estado de alerta nacional como corolario 
anunciado a partir de la desatención cró-
nica a las prioridades nacionales por par-
te de quienes han tenido y tienen poder 
potencialmente eficaz (capital), la función 
pública y el control de la opinión pública. 

Pero, según se dice, toda crisis es  
también una nueva oportunidad. Un  
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consenso sobre el país que queremos y  
cuánto vamos a comprometer para finan-
ciarlo es ineludible para evitar que el próxi-
mo gobierno y que el conjunto del lide-
razgo político del país lleven el estado de 
alerta nacional a uno de calamidad, y con 
él, a que se vean incrementados los ries-
gos de rupturas y retrocesos en la frágil 
vida democrática y la legalidad.

Las demandas rezagadas
Los electos para el próximo período de go-
bierno (de enero de 2012 a enero de 2016), 
tanto los diputados, como los alcaldes y el 
presidente de la República tienen ante sí 
las viejas demandas no atendidas en todos 
los frentes imaginables: las deudas con el 
campo y el inveterado atraso agrario, así 
como una productividad que nos está vol-
viendo importadores de alimentos básicos; 
el siempre insuficiente aporte a la educa-
ción y la salud (en torno a la mitad, medido 
como PIB, respecto de lo que se aporta en 
los países latinoamericanos más avanza-
dos); las carencias del sistema de justicia 
y la penosa gestión que deben realizar los 
jueces año tras año para obtener un presu-
puesto al menos igual al del año anterior; 
o los salarios insuficientes del personal ca-
lificado de las instituciones gubernamen-
tales, son apenas unos pocos matices de 
todo lo que se ubica en la atención de las 
demandas rezagadas. A este cúmulo de re-
querimientos se suman en la actualidad los 
excesos de la oferta electoral incosteable.

Uno de los más grandes desafíos para la 
sociedad en su conjunto es no solo el de 
concretar una reforma fiscal tan a fondo 
como sea necesario (lo cual incluye no 
solo la búsqueda de recursos frescos, sino 
completar toda la legislación pendiente en 
materia de evasión, regulación del secreto 
bancario y lucha contra la corrupción, en-
viando mensajes contundentes en materia 

de transparencia), sino también redoblar 
las acciones en los más diversos frentes.

El sector privado necesitará enfocarse con 
más audacia y emprendimiento en la pro-
moción de la imagen del país, invirtiendo 
en ello recursos propios, de manera signi-
ficativa; debe redoblar sus estrategias para 
gestar alianzas de nuevo tipo, buscando 
que la economía, con decididas políticas 
de apoyo a la micro y mediana empresa, 
se mueva más rápido que lo que lo hace 
el crecimiento demográfico; también debe 
buscar con tesón invertir o reinvertir, según 
sea el caso, en las zonas tradicionalmen-
te alejadas del centro del país, buscando 
detonar nuevas condiciones de desarrollo 
regional. Ello, al tiempo que el sector públi-
co provee —porque debe hacerlo— el en-
torno adecuado, sobre todo si se le dan las 
herramientas nuevas y usa a fondo las que 
ya tiene. Se trata de crecer más y mejor y 
de que las políticas sociales provean o ex-
pandan oportunidades para las personas.

Ciertamente es preciso reconocer el es-
fuerzo de no pocos partidos por plantear 
estrategias, políticas y programas que 
permitan superar los principales proble-
mas nacionales. Hay un avance en esta 
materia. No obstante, se debe reiterar 
que, como se ha demostrado de ma-
nera contundente en todos los cuadros 
estadísticos que se presentan en este 
estudio, cumplir las promesas de cam-
paña requerirá aumentar el presupuesto 
de gastos del tradicional 15% del PIB a  
cerca de 18.6%. Ese es el problema.

Un país distinto, requiere  
una política fiscal diferente
Tras lo dicho, corresponde prescribir a los 
partidos políticos, a todas las fuerzas polí-
ticas, económicas y sociales, la necesidad 
de retomar la iniciativa de reforma fiscal 
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surgida en el seno del Grupo Promotor del 
Diálogo Fiscal.

Finalmente, la sociedad debe llamar a los 
jefes de bloque del Congreso de la Repú-
blica para que respondan al casi 70% de 
los ciudadanos que emitieron su sufragio el 
pasado septiembre: esos millones votaron 
porque saben que se vota para que el país 
funcione y para que las personas electas 
trabajen por el cumplimiento de los com-
promisos establecidos. 

En los próximos cuatro años no debe ha-
ber estrategia partidaria alguna que pue-
da estar por encima de los intereses  

generales. Por el desarrollo y para  
avanzar en la madurez de la democra-
cia, los recursos públicos y las políticas 
para su ejecución deberán usarse con la 
máxima transparencia y el mayor y mejor 
criterio de efectividad y oportunidad, allí 
donde más se necesitan. En ese senti-
do, las inversiones en las personas, en 
su bienestar, deben estar apuntalando la 
lista de prioridades y, dentro de estas, la 
inversión en la niñez, la adolescencia y la 
juventud juega un rol estratégico para la 
construcción de una sociedad económi-
camente competitiva y democráticamen-
te sostenible.
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Anexos
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ZZZ�HFODF�RUJ�SXEOLFDFLRQHV�[PO���������6HULHB0'B���SGI�

��� /D�HTXLGDG�KRUL]RQWDO�KDFH�UHIHUHQFLD�D�WUDWDU�LJXDO�D�ORV�LJXDOHV��HV�GHFLU��PHGLU�FRQ�OD�PLVPD�UHJOD�D�SHUVRQDV�HQ�VLWXDFLRQHV�
¿VFDOHV�VLPLODUHV��3RU�HO�FRQWUDULR��OD�HTXLGDG�YHUWLFDO�SODQWHD�TXH�HO�PRQWR�D�SDJDU�GHEH�VHU�PD\RU�FRQIRUPH�FUH]FD�OD�FDSDFLGDG�
GH�SDJR��(Q�RWURV�WpUPLQRV��TXLHQ�JDQH�PiV�GHEH�SDJDU�PiV��\�YLFHYHUVD�

Anexo 1

Aprobación de una reforma 
tributaria basada en 
consideraciones del Grupo 
Promotor del Diálogo Fiscal 
(GPDF)
El principal obstáculo para contar con  
finanzas públicas sostenibles y sólidas es 
los insuficientes ingresos con los que cuen-
ta el Estado de Guatemala. La carga tributa-
ria (promedio de 11.3% del PIB en la última 
década) es de las más pequeñas de Améri-
ca Latina,39 región que tributa poco respec-
to al producto y su nivel de desarrollo. 

Consciente de esta situación, la propues-
ta del GPDF incluía el incremento de la 
recaudación impositiva mediante una re-
forma tributaria integral y de una sola vez, 
aplicada de forma gradual, que permitiera 
cumplir con la meta mínima indicativa es-
tablecida en los Acuerdos de Paz y el Pac-
to Fiscal, la cual consistía en incrementar 
como mínimo en 50% la presión tributa-
ria registrada en 1995, cifra equivalente al 
13.2% del PIB. 

Para lograr esto, el GPDF propuso refor-
mas en dos pilares: los impuestos propia-
mente dichos y la administración tributaria. 

En el primero de estos pilares se hizo  
énfasis particular en los impuestos direc-
tos mediante la reforma integral del im-
puesto sobre la renta (ISR), la cual incluía:

de apoyo a los Acuerdos de Paz (Ietaap).

-
menes e incrementos en otros 

-
dos 

equidad horizontal y vertical40

En cuanto a la tributación indirecta y la ad-
ministración tributaria, se propusieron re-
formas a la ley del IVA en materia de:

-
trias seleccionadas

 Mejoras en el régimen de pequeño con-
tribuyente

Asimismo, en el tratamiento fiscal de los 
vehículos se habló de duplicar el cobro 
en concepto de impuesto de circulación 



41

Co
st

os
 y 

de
sa

fío
s p

ar
a 

fin
an

cia
r l

os
 p

la
ne

s d
e 

go
bi

er
no

 d
e 

Gu
at

em
al

a,
 2

01
2-

20
16

De
 la

s p
ro

m
es

as
 e

le
ct

or
al

es
 d

e 
20

11
 a

 la
 re

al
id

ad

y la creación de un impuesto a la primera 
matriculación, en sustitución del IVA y los 
aranceles de importación. 

Finalmente, también se plantearon refor-
mas al Código Tributario en materia del 
uso de herramientas electrónicas y el 
fortalecimiento de la SAT, así como a la 
Ley del Sistema Aduanero Nacional para 
fortalecer la capacidad de combate al 
contrabando y la defraudación aduanera. 

En el cuadro siguiente se analizan las es-
timaciones realizadas por técnicos del Mi-
nisterio de Finanzas en abril de 2008 acer-
ca del potencial recaudatorio de la reforma 
tributaria propuesta por el GPDF. Las pro-
yecciones abarcan de 2008 a 2012.

Antes de comenzar el análisis debe  
señalarse tres predicamentos: a) se pensó 
que 2009 fuese el primer año de vigencia 
de la reforma; b) la estimación de la «carga 
tributaria sin reforma» ya incluye una refor-
ma: la supresión del Ietaap a partir de 2009; 
c) las proyecciones fueron hechas teniendo 
en mente un escenario optimista que no 
considero la, en ese entonces, crisis econó-
mica en ciernes.41

El segundo punto es responsable de que 
la presión tributaria cayera de 2008 a 2009 
(de 11.6 a 11.0%). En tanto que el último 
predicamento ocasionó que las estimacio-
nes de la «carga tributaria sin reformas», 
en 2009 y 2010, fueran superiores a las  

T5Ingresos presupuestarios adicionales por la reforma tributaria del GPDF 
Estimaciones preliminares del Ministerio de Finanzas Públicas

��� (Q�JUDQ�PHGLGD�HOOR�REHGHFLy�D�TXH�HO�SDtV�VDOtD�GH�XQ�SHUtRGR�GH�UHODWLYD�ERQDQ]D�HFRQyPLFD��HQ������OD�HFRQRPtD�FUHFLy�XQ�
�����GHO�3,%��OD�WDVD�PiV�DOWD�GHO�DFWXDO�SHUtRGR�GHPRFUiWLFR�

Concepto 2008 2009 2010 2011 2012
Carga tributaria sin reforma 11.60% 11.00% 11.20% 11.30% 11.40%
(+) Recaudación adicional estimada por reforma 0.00% 1.38% 1.67% 1.85% 1.78%
Impuesto Sobre la Renta   0.85% 0.91% 0.98% 0.90%
Regimen General (renta bruta): incremento de la 
tarifa a 7% 1/   0.37% 0.35% 0.33% 0.25%

Regimen Optativo (renta neta) 1/:   -0.03% 0.05% 0.13% 0.14%
Reducción en la tarifa: 30% en 2009, 29% en 2010, 
27% en 2011, 25% en 2012.   -0.03% -0.06% -0.11% -0.17%

Control de gastos y costos deducibles 2/   0.00% 0.10% 0.25% 0.31%
Trabajadores asalariados (eliminación crédito,  
Q 36 mil, 5 y 7%)   0.34% 0.34% 0.34% 0.34%

Distribución de dividendos   0.20% 0.20% 0.20% 0.20%
Regimen no domiciliados o no residentes   -0.03% -0.03% -0.03% -0.03%
Retenciones IVA en aduanas 3/   0.05% 0.20% 0.20% 0.20%
Retenciones IVA en industrias seleccionadas 3/   0.03% 0.06% 0.06% 0.06%
Control de compras realizadas con entidades exentas   0.02% 0.04% 0.08% 0.08%
Restricción al crédito fiscal por facturas de 
contribuyentes pequeños   0.03% 0.06% 0.13% 0.13%

Impuesto a la primera matriculación de vehículos   0.24% 0.24% 0.24% 0.24%
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observadas (10.3 y 10.5%, respectivamente), 
ello a pesar de la eliminación del Ietaap. 

La propuesta tributaria del GPDF debe 
entenderse a la luz del boyante contexto 
económico expuesto. Según se vio, la pro-
puesta buscaba incrementar los recursos 
tributarios del Estado para llegar a la meta 
del 13.2% del PIB, partiendo de cargas tri-
butarias esperadas poco menores al 12% 
del PIB. En otras palabras, la reforma plan-
teaba cubrir una brecha de alrededor del 
1.5% del PIB.42

Sin embargo, la situación no fue la espera-
da y los ingresos tributarios cayeron drás-
ticamente, pasando de 12.1%, en 2007, a 
10.3% del PIB en 2009, lo que constituye 
la cifra más baja desde 1999. En 2010 se 
quedaron estancados en 10.5 puntos por-
centuales. Para los próximos años se pre-
vé, como ya se analizó, que la cifras ape-
nas varíen (10.7% del PIB en 2014). Esto 
significa una reducción de los ingresos 
tributarios de entre 1 y 1.5 puntos del PIB 
aproximadamente. Ante dicha situación la 
propuesta del GPDF ya no cumpliría con 

elevar la carga al 13.2% del producto, 
pero sí permitiría recobrar la recaudación 
perdida con la crisis (estimaciones propias 
dan un resultado de casi 12% del PIB para 
2012),43  y así se reduciría la dependen-
cia del endeudamiento, favoreciendo la 
sostenibilidad de las finanzas públicas y 
el cumplimiento de los compromisos pre-
sentes. Lastimosamente, no alcanzaría 
para sufragar el gasto extra que represen-
taría el pleno cumplimiento de los planes 
de gobierno.

Si se desglosa el impacto recaudatorio de 
la reforma tributaria de haberse aprobado 
como originalmente se esperaba, o sea 
en 2008, el ISR hubiera contado con in-
crementos que rondarían el 0.9% del PIB, 
siendo el año con más recaudación 2011 
(casi 1% del PIB). Si se ordenan los com-
ponentes del ISR de mayor a menor po-
tencial recaudatorio, puede verse que el 
ISR se hubiera incrementado sobre todo 
en los trabajadores asalariados (0.34% del 
PIB), seguido del régimen general (renta 
bruta, de 0.37% en 2009 a 0.25% del 
PIB en 2012 por el efecto de cambio de  

��� &iOFXOR�JUXHVR�UHVXOWDQWH�GH�OD�GLIHUHQFLD�HQWUH�OD�PHWD�GH�OD�SURSXHVWD�GHO�*3')�\�OD�FDUJD�WULEXWDULD�SUH�FULVLV�HFRQyPLFD�
��� (VWLPDFLyQ�UHDOL]DGD�EDMR�HO�VXSXHVWR�GH�TXH�HO�SRWHQFLDO�UHFDXGDWRULR�GH�OD�UHIRUPD�WULEXWDULD�HV�DFtFOLFR��HV�GHFLU�TXH�QR�FDPELD�

DQWH�YDULDFLRQHV�HQ�HO�FLFOR�HFRQyPLFR��H[SDQVLyQ�UHFHVLyQ���$VLPLVPR��OD�UHIRUPD�WHQGUtD�TXH�HQWUDU�HQ�YLJHQFLD�HQ�HQHUR�GH�
2012.

Principales supuestos:     
- Para 2008, la carga tributaria corresponde a la prevista en el presupuesto vigente.  
- A partir de 2009, la carga tributaria sin reforma incluye el efecto de la eliminación del Ietaap.
- Todas las estimaciones consideran las proyecciones macroeconómicas 2008-2012 del Banco de Guatemala. 
1/ Se considera un efecto de migración del régimen general al optativo; 2/ el impac-
to es creciente en función del período de implementación empleado por la SAT;  
3/ se supone un comportamiento similar al observado en 2006 con la implementación del sistema de retencio-
nes del IVA, en el que el efecto inmediato correspondió a las retenciones efectuadas y no reclamadas como 
crédito fiscal. Un segundo efecto fue propagador del cumplimiento al resto de los contribuyentes.   
Fuente: cálculos oficiales del Ministerio de Finanzas realizados en abril de 2008.

Incremento 100% al impuesto de circulación de 
vehículos   0.16% 0.16% 0.16% 0.16%

Carga tributaria con reforma 11.60% 12.40% 12.90% 13.20% 13.20%

Concepto 2008 2009 2010 2011 2012
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régimen) y el gravamen a los dividendos 
(0.20% del producto). Sin duda esta es 
una innovación bastante importante, 
pues la imposición a las utilidades es una 
de las áreas más débiles del ISR. El ré-
gimen optativo (renta neta) en un inicio 
(2009) hubiera representado una merma 
en la recaudación, por la caída gradual de 
la tasa, que luego se habría recuperado a 
raíz del mayor control de gastos y costos 
deducibles. Finalmente, el régimen de 
no domiciliados o no residentes hubiera 
significado una reducción pequeña pero 
permanente de la recaudación tributaria.

En materia de tributación indirecta y ad-
ministración tributaria, el mayor potencial 
recaudatorio se hubiera dado en dos la-
dos: a) el IVA, con la retención de adua-
nas (0.20% del PIB, exceptuando 2009); 

y b) el tratamiento fiscal de vehículos, con 
la duplicación de la tasa del impuesto de 
circulación y la creación del impuesto so-
bre la primera matriculación, que juntos 
representan un 0.40% del PIB para todos 
los años, una cifra modesta pero no des-
deñable.

A manera de recapitulación, puede afirmar-
se que la reforma tributaria integral plantea-
da por el GPDF bajo el presente contexto 
permitiría elevar la recaudación tributaria a 
niveles pre-crisis, permitiendo cumplir con 
las obligaciones estatales actuales, más no 
con las promesas de campaña. Para ello se 
necesitaría una reforma tributaria más fuer-
te, que garantice aproximadamente tres 
puntos del PIB. Dados los condicionantes 
políticos reseñados, este tipo de reforma se 
vislumbra de difícil consecución.
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Anexo 2

Meta 2012 2013 2014 2015
Incremento de 15,000 
efectivos en la PNC

Promoción de 3,750 
agentes 7,500 agentes 11,250 agentes 15,000 agentes

Incremento de 1000 
investigadores 
anuales en la PNC

250 agentes 500 agentes 750 agentes 1,000 agentes

Ampliación de 
presencia del MP 69 nuevas fiscalías 138 nuevas fiscalías 208 nuevas fiscalías 278 nuevas fiscalías

Asignación 
presupuestaria MP por 
Q850 millones

 Incremento 
presupuestario de 
Q236,500,000 

 Incremento 
presupuestario de 
Q236,500,000 

 Incremento 
presupuestario de 
Q236,500,000 

 Incremento 
presupuestario de 
Q236,500,000 

Asignación 
presupuestaria  OJ por 
Q1,400 millones

Incremento 
presupuestario de 
Q148,104,914

Incremento 
presupuestario de 
Q148,104,914

Incremento 
presupuestario de 
Q148,104,914

Incremento 
presupuestario de 
Q148,104,914

Construcción de dos 
cárceles de máxima 
seguridad

Avance del 50% 
(primera prisión)

Avance al 100% 
(primera prisión)

Avance 50% 
(segunda prisión)

Avance 100% 
(segunda prisión)

Mejorar y garantizar el 
programa  Mifapro

Cobertura a 800,000 
familias

Cobertura a 800,000 
familias

Cobertura a 800,000 
familias

Cobertura a 800,000 
familias

Acciones de 
desparasitación, 
vitamina A, 
micronutrientes para 
infantes (hasta dos 
años) y ácido fólico, 
hierro y flúor para 
embarazadas

Cobertura niños 
59% y mujeres 
embarazadas 63%

Cobertura niños 
73% y mujeres 
embarazadas 75%

Cobertura niños 
86% y mujeres 
embarazadas 88%

Cobertura niños 
100% y mujeres 
embarazadas 100%

Reforestación de 
25,000 ha anuales

25,000 hectáreas 
reforestadas

50,000 hectáreas  
reforestadas

75,000 hectáreas  
reforestadas

100,000 hectáreas  
reforestadas

Extracción de 
aguas residuales en 
comunidades  

Inversión de 
Q315,224,000 y 
mantenimiento de 
Q7,724,000

Inversión de 
Q317,960,000 y 
mantenimiento por 
Q15,514,000

Inversión por 
Q320,554,000 y 
mantenimiento por 
Q23,368,000

Inversión de 
Q323,150,000 y 
mantenimiento por 
Q31,285,000

Asignación de Q4,600 
millones al MSPAS

Incremento 
presupuestario de 
Q384,600,000

Incremento 
presupuestario de 
Q384,600,000

Incremento 
presupuestario de 
Q384,600,000

Incremento 
presupuestario de 
Q384,600,000

Construcción de 800 
km de caminos rurales Avance al 25% Avance al 50% Avance al 75% Avance al 100% 

Ampliación a cuatro 
carriles en principales 
carreteras

Avance al 25% Avance al 50% Avance al 75% Avance al 100%   

Alcanzar una tasa de 
alfabetización de 95%

Alfabetización de 
367,984 personas

Alfabetización de 
367,984 personas

Alfabetización de 
367,984 personas

Alfabetización de 
367,984 personas

T6Matriz de metas cuantificadas e intervenciones según año
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Desarrollar programas 
y garantizar 
alimentación escolar

Alimentación a 
514,366 alumnos 
de preprimaria y 
1,709,464 alumnos 
de primaria

Alimentación a 
535,744 alumnos 
de preprimaria y 
1,786,361 alumnos 
de primaria

Alimentación a 
557,122 alumnos 
de preprimaria y 
1,863,258 alumnos 
de primaria

Alimentación a 
578,500 alumnos 
preprimaria y 
1,940,155 alumnos 
de primaria

30,000 becas al 
exterior y 1,000,000 de 
becas a nivel nacional

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

250,000 becados 
a nivel nacional 
y 7,500 en el 
extranjero

Ampliación 
de cobertura 
en educación 
(preprimaria, 
primaria, básicos y 
diversificado)

Reducción del 25% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Reducción del 50% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Reducción del 75% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Reducción del 100% 
del déficit (incluye 
infraestructura y 
docentes)

Meta 2012 2013 2014 2015

Composición 2012* 2012 2013 2014 2015
Funcionamiento   38,406.60  49,732.45   53,783.07   57,544.78    61,306.81 
Inversión   12,069.70  13,970.61   14,718.68  15,650.55    16,522.85 
Deuda Pública     9,071.10     9,071.10   10,058.80   11,348.00   12,484.50 
Totales   59,547.40  72,774.16 78,560.55  84,543.33    90,314.17 

T7Composición del gasto en funcionamiento e inversión, Incluyendo 
propuestas electorales, 2012-2015. Cifras en millones de quetzales

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en planes de gobierno de partidos políticos.

Fuente: Icefi/Ingep/Unicef, con base en estimaciones propias según planes de gobierno de partidos políticos.
*En base al proyecto presupuesto 2012, Minfin (aún no incluye propuestas).
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Siglario
Asíes Asociación de Investigación y Estudios Sociales
BRIC Brasil, Rusia, India y China
CICC Convención Interamericana Contra la Corrupción
Creo Compromiso Renovación y Orden (partido político)
EG Encuentro por Guatemala (partido político)
FMI Fondo Monetario Internacional
FRG  Frente Republicano Guatemalteco (partido político)
Gafi Grupo de Acción Financiera
Gana Gran Alianza Nacional (partido político)
GPDF Grupo Promotor del Dialogo Fiscal
IED Inversión Extranjera Directa
ISR  Impuesto Sobre la Renta
IVA  Impuesto al Valor Agregado
Líder Libertad Democrática Renovada (partido político)
Mifapro Mi Familia Progresa
Minfin Ministerio de Finanzas Públicas
MP Ministerio Público
MSPAS Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social
Ocde Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
OEA  Organización de Estados Americanos
OJ Organismo Judicial
PAN Partido de Avanzada Nacional (partido político)
PIB Producto Interno Bruto
PNC Policía Nacional Civil
PP  Partido Patriota (partido político)
PU  Partido Unionista (partido político)
SAG Sistema de Auditoría Gubernamental
SAT Superintendencia de Administración Tributaria
Segeplan Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia
Siaf Sistema Integrado de Administración Financiera
SNIP Sistema Nacional de Información Pública
TSE  Tribunal Supremo Electoral
UCN Unión del Cambio Nacionalista (partido político)
UNE Unidad Nacional de la Esperanza (partido político)
URNG Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (partido político)
Viva  Visión con Valores (partido político)
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